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SEÑORES MIEMBROS DEL JURADO: 
Se presenta ante ustedes la tesis titulada: “LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 
565 –A DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL EN LOS PROCESOS DE 
REDUCCIÓN DE ALIMENTOS Y LA VULNERACIÓN DE LA TUTELA 
JURISDICCIONAL EFECTIVA DEL DEUDOR ALIMENTARIO”, con el 
objetivo lograr el grado profesional de ABOGADA. 
Expreso agradecimiento a mis asesores y maestros que contribuyeron en el 
proceso de aprendizaje de la carrera universitaria. Asimismo, sostengo que la 
elaboración de la presente tesis ha sido elaborada para que sirva de base para 















La presente tesis, ha sido elaborada  con el fin  de mostrar cuales son las 
afectaciones que se genera al aplicar el artículo 565 – A del Código Procesal Civil 
en los procesos de reducción de alimentos; por cuanto en la realidad si la 
capacidad económica o financiera del obligado alimentario en un periodo de 
tiempo se han visto disminuidas y como consecuencia de ello se genera un retraso 
en el pago de la pensión de alimentos de manera mensual, y el actor quiera iniciar 
un proceso por reducción de pensión alimenticia,  al aplicarse el artículo 565-A 
del Código Procesal Civil, verá vulnerado su derecho a la Tutela Jurisdiccional 
Efectiva; pues no tendría derecho alguno a que su conflicto de intereses sea 
solucionado debido a que no se encuentra al día en el pago de las pensiones 
alimenticias. Para ello, se realizó un estudio de teorías como la tetra dimensional 
del derecho, y la teoría de personalidad jurídica de la Familia. Asimismo, se 
determinó que el tipo de investigación cualitativa, utilizando instrumentos como 
análisis de documentos mediante ficha documentales, así como la entrevista con 
expertos en el tema de estudio (Jueces y especialistas) a partir de un cuestionario 
formulado.   
Logrando verificarse que, con la aplicación del artículo 565 –A del Código 
Procesal Civil en los procesos de reducción de alimentos si se ve vulnerado el 
derecho fundamental a la tutela jurisdiccional efectiva del deudor alimentario. 
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This thesis, has been developed in order to show what are the effects that are 
generated by applying Article 565 - A of the Civil Procedure Code in the processes 
of food reduction; because in reality if the economic or financial capacity of the 
obligor in a period of time have been diminished and as a consequence there is a 
delay in the payment of the maintenance of food on a monthly basis, and the actor 
wants to initiate a process by reduction of alimony, when article 565-A of the 
Code of Civil Procedure is applied, its right to Effective Jurisdictional Tutelage 
will be violated; because he would not have any right to have his conflict of 
interest resolved because he is not up to date in the payment of alimony. For this, 
a study of theories such as the tetra-dimensional law, and the theory of legal 
personality of the Family was carried out. Likewise, it was determined that the 
type of qualitative research, using instruments such as document analysis through 
documentary record, as well as the interview with experts in the subject of study 
(Judges and specialists) from a questionnaire formulated. 
Achieving verification that, with the application of article 565 -A of the Civil 
Procedure Code in the processes of food reduction if the fundamental right to 
effective judicial protection of the food debtor is violated. 
 
KEYWORDS: Exoneration proceedings, food debtor, effective jurisdictional 
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El tratamiento legal otorgada a la Institución de los Alimentos hoy en día es por la 
fuerte influencia de la importancia que se le concede al alimentista, y se efectiviza en 
función del derecho a los alimentos que corresponde a aquella persona.  
En ese orden de ideas, en todo proceso de alimentos, la parte accionante acusa para 
que se le otorgue una serie de privilegios que le corresponderían por mandato 
judicial, con el fin de garantizar de manera más eficiente el derecho fundamental del 
alimentista, estableciendo a todas luces una distancia de la igualdad en los procesos 
que se desea entre las partes que intervienen.  
En los últimos años se han promulgado una variedad de normatividad relativa al 
derecho alimentario con la finalidad de proteger a cabalidad el derecho fundamental 
antes mencionado, entre ellas se expidió la Ley N° 29486, dicha norma fue creada 
con la finalidad de modificar el Código Procesal Civil de nuestro país, incorporando 
el artículo 565-A mediante el cual se dejó establecido como el requisito especial para 
poder admitir las demandas de reducción, variación, prorrateo o exoneración de la 
pensión alimenticia, que el obligado alimentario debe acreditar encontrarse al día en 
el pago de la pensión alimenticia fijadas. Si bien, tenemos en claro que los alimentos 
constituyen un derecho de carácter fundamental y que el mismo se efectiviza 
mediante el reconocimiento de una pensión de alimentos, el mismo que empieza a 
contabilizarse desde el día siguiente de la notificación del escrito postulatorio de 
demanda, se debe otorgar de forma mensual al alimentista; existe también una 
variedad de pretensiones que tienen relación: la reducción, variación, prorrateo y 
exoneración de pensiones alimenticias. 
En esa misma línea, en los casos de reducción de alimentos se evidencia que de 
acuerdo a un conjunto de consecuencias de influencia ya sea positiva y/o negativa no 
es requerido el abundante cuestionamiento y análisis para comprender que la 
capacidad financiera y/o económica de las personas puede cambiar de manera 
sustancial de en un periodo de tiempo; es por ello, que una de las problemáticas que 
se evidenció al analizar dicho requisito y que también fue establecido en el Dictamen 
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de la Comisión de Justicia y Derechos Humanos (2008) para la aprobación del 
proyecto de ley, es el siguiente: 
 “En el caso de que el obligado vea reducida su remuneración y rentas, y 
que por consiguiente no pueda satisfacer el requisito exigido por el 
Artículo 565-A del Código Procesal Civil, quedará marginado de su 
derecho de accionar”. 
Empero, en la realidad si la capacidad económica o financiera del obligado alimentaria 
en un periodo de tiempo se han visto disminuidas y como consecuencia de ello se genera 
un retraso en el pago de la pensión de alimentos de manera mensual, y el actor quiera 
iniciar un proceso por disminución de pensión alimenticia,  al aplicarse el artículo 565-A 
del Código Procesal Civil, verá vulnerado su derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva; 
pues no tendría derecho alguno a que su conflicto de intereses sea solucionado debido a   
que no se encuentra al día en el pago de las pensiones alimenticias. 
Tenemos evidencia del mismo como es el caso tramitado en el Expediente N° 3492-2014, 
seguido ante el Sexto Juzgado de Paz Letrado de Trujillo, sobre Reducción de Alimentos, 
en dicho proceso el Juez mediante resolución n° 01 decide declarar inadmisible la 
demanda interpuesta y concede un plazo para que el obligado alimentario acredite 
encontrarse al día en el pago de la pensión alimenticia, es decir ordena que se pague las 
pensiones que adeuda, sin embargo como el obligado alimentario no tiene la capacidad 
económica para hacerlo no subsana, por lo que el juez rechaza la demanda, pese a que se 
corrobore que la capacidad económica ha variado ello en aplicación del Artículo 565-A 
del Código Procesal Civil, criterio que viene siendo asumido por los otros juzgados de 
Paz Letrados de Familia y juzgados de familia de la Corte Superior de Justicia de La 
Libertad. 
Por el contrario, hacemos referencia al Expediente N° 963-2013, seguido ante el Segundo 
Juzgado de Paz Letrado de Trujillo, sobre Reducción de Alimentos, el juez admitió la 
demanda, por cuanto uno de los argumentos esgrimidos es que la capacidad económica 
del solicitante había disminuido, luego de todo el íter procesal se declaró fundada en parte 
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la demanda, al haberse acreditado que la capacidad económica de la demandante había 
disminuido y que aumento su carga familiar.  
Asimismo, se han encontrado antecedentes del tema bajo investigación el  primer trabajo 
previo se titula: “Análisis de la determinación pecuniaria por pensión alimenticia en la 
legislación nicaragüense.” Es un Trabajo de Investigación para licenciatura en Derecho. 
Los autores Cárdenas & González (2012) Sostienen en la presente 
investigación aborda el derecho de familia, teniendo mayor énfasis en las 
pensiones alimenticias, cuya finalidad es realizar un análisis a profundidad en 
la doctrina, y las disposiciones de los cuerpos legales vigentes, teniendo como 
conclusión principal que: 
 “i) el Estado interviene a través de órganos distintos e independientes, los 
cuales son el órgano administrativo Ministerio de la Familia y los juzgados de 
familia, civiles y locales que conocen materia de alimentos. Además, están 
legitimados para solicitar su pensión alimenticia todas las personas que según 
ley tengan este derecho, por tanto, los jueces tienen que proteger los intereses 
jurídicos del accionante y la obligación de exigir el cumplimiento, empero 
esto a base en los principios de proporcionalidad y razonabilidad de las 
posibilidades del obligado para evitar el abuso del derecho.”  
El segundo trabajo previo se titula: “regulación de las pensiones alimenticias en 
Nicaragua.” Artículo de la Universidad Centroamericana Managua, Nicaragua. 
El autor Orozco, (2015). Tiene como principal conclusión:  
i) la obligación alimentaria se encuentra inmerso en el principio de Solidaridad 
Familiar, y las teorías que la fundamentan se agrupan en dos tendencias como 
son el interés por la vida de quien tiene la necesidad y el derecho a los 
alimentos; y el interés superior de la sociedad y el Estado por la vida de sus 
ciudadanos. Además, su naturaleza jurídica se encuentra configurada por la 
conjunción de elementos de carácter patrimonial, ético y social que la 
transforman en una obligación sui generis; a pesar de ser una prestación 
económica, tiene características singulares como ser irrenunciable, 
imprescriptible, intransferible, inembargable.” 
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El segundo trabajo previo se titula: “El requisito de procedencia en las pretensiones 
sobre reducción, variación, prorrateo y exoneración de alimentos, y la vulneración del 
derecho a la tutela jurisdiccional efectiva.” El trabajo de investigación fue elaborado 
para obtener Título Profesional de Abogado.  
La autora Arévalo Rodas, G. (2014). En la presente investigación, de igual 
forma analiza las implicancias procesales del requisito contenido en el artículo 
565°-A del Código Procesal Civil, específicamente como requisito para 
acceder a la justicia, y tiene a modo de principales conclusiones lo siguiente:  
“i) En el ordenamiento Legal Peruano, en especial con la emisión del 
Artículo 565-A del CPC, se vulnera el fundamental derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva del obligado alimentista, en su primer nivel de 
acceso al poder judicial, toda vez que el requisito de estar al día en el pago 
de las pensiones alimentistas para poder postular una demanda de 
reducción variación, cambio en la forma de prestar alimentos, prorrateo y 
exoneración de alimentos, constituye sin lugar a duda una limitación, un 
exceso y una barrera irracional y desproporcional al derecho de acción del 
obligado alimentista, ii) Es importante estudiar y analizar la tutela 
jurisdiccional efectiva como un derecho fundamental –constitucional, 
puesto que, constituye un derecho elemental que tiene todo ciudadano en 
general, y es garantía máxima del debido proceso formal y sustancial y 
también de la administración de justicia, iii) El artículo 565-A del CPC 
vulnera flagrantemente sin lugar a duda, el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva en la modalidad de acceso a la justicia, toda vez que 
restringe el derecho de cualquier justiciable: deudor alimentista de acceder 
a la revisión de una sentencia que por su naturaleza misma no constituye 
cosa juzgada material, sino únicamente cosa juzgado formal.”  
El tercer trabajo previo: “inaplicación de la norma contenida en el artículo 565-a del 
código procesal civil para admitir una demanda sobre exoneración de alimentos.” 
Trabajo de investigación para Título Profesional de Abogada. 
La autora Cárdenas (2016) elabora su Investigación teniendo como principales 
conclusiones lo siguiente: i) No existe ninguna norma que señale expresamente que 
alguien amerita gozar de una pensión posterior a 28 años bajo ninguna causal, ii) En la 
15 
 
actualidad muchas personas no cuentan con el amparo del Estado, pues encuentran 
limitaciones al solicitar tutela jurisdiccional efectiva, al intentar hacer valer su derecho de 
acción por lo que se ven obligados continuar pasando alimentos incluso pasada esa edad 
justamente porque no les permiten  iniciar un proceso de exoneración por no demostrar 
que se encuentran al día hasta la fecha en la que se presenta la demanda, iii) Muchas veces 
los jueces o los operadores de Ley a pesar de aplicar principios tales como razonabilidad 
y flexibilización, no pueden hacer más por causas justas, al encontrar contradicción en 
normas legales. 
Esta realidad problemática se evidencia día a día en los procesos que se tramitan en los 
Juzgados de Paz Letrado en Familia como primera instancia, donde los Magistrados se 
limitan a aplicar la norma antes mencionada, sin analizar cuestiones de fondo que son 
argumentados y señalados por la variedad de demandantes, una de las principales razones 
por las que solicitan la reducción de alimentos es que en un periodo de tiempo su 
capacidad económica y/o financiera ha disminuido lo que no les ha permitido cumplir de 
manera completa con la pensión de alimentos anteriormente fijada, sin embargo su 
derecho a acceder a un proceso se ve vulnerado en mérito a la aplicación del artículo 565-
A del Código Procesal Civil, razón por la que se realiza el presente trabajo de 
investigación. 
1.2.MARCO TEÓRICO 
1.2.1. Teorias relacionadas al tema 
1. Teoría de la personalidad jurídica de la Familia  
Según Bautista & Herrera (2008) sostiene que la familia es una persona 
jurídica motivo por el cual que se le atribuyen derechos patrimoniales y extra 
patrimoniales, y también se adquieren deberes. 
 La familia es considerada como un todo que trae consecuencias legales y 
requiere la protección jurídica del estado. Además, el interés familiar debe 
valorarse como una forma de protección de los intereses individuales dentro 
de su hogar y sobre la base de satisfacer todos los fines familiares, y en caso 
de confrontación se da prioridad al interés individual ya que es la única manera 
de mantener el vínculo familiar. La personalidad jurídica de la familia 
presupone la actitud como el potencial de un individuo para asumir la 
titularidad de las potestades y deberes.  
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Se relaciona con mi tema al establecer que se prioriza el bienestar individual 
de cada uno de los miembros de la familia, lo que conlleva a determinar que 
tanto el obligado alimentario también tiene derechos y que estos deben ser 
protegidos. 
2. Teoría Tetra Dimensional del derecho. 
Esta teoría fue sostenida por numerosos juristas, quienes consideran que una 
visión tridimensional del derecho constituida por (hecho, valor y norma) es 
corta y que necesita un elemento adicional para justificar la existencia de los 
postulados jurídicos. 
A partir de ello hemos considerado tomar en cuenta lo sostenido por Pérez L. 
(1997) señala que “el Derecho posee un incuestionable dimensión social, 
normativa y axiológica, pero no puede reducirse unilateralmente ni al hecho 
social, ni a la norma ni al valor”. Es decir, se puede identificar en toda 
regulación jurídica este aspecto tridimensional, empero, se trata de una visión 
aún insuficiente para comprender los fenómenos jurídicos en su conjunto, por 
lo que requiere necesariamente un cuarto factor: el tiempo (una visión 
historicista). 
Atendiendo a lo señalado, observamos que, en efecto en el tema bajo cuestión 
existe un hecho que requiere atención urgente por su propia relevancia, y al 
tiempo en el que vivimos, puesto que en general se procura que la afectación 
y/o vulneración del derecho fundamental a la tutela jurisdiccional efectiva ya 
no se produzca, debemos tratar de buscar una solución viable como es la 
modificación del artículo 565 – A en los procesos de reducción. 
1.3.ENFÓQUES CONCEPTUALES 
CAPÍTULO I. Procesos de alimentos 
1. Alimentos: 
La palabra alimentos proviene del latín “alimentum” el que a su vez proviene de 
la voz “alo” que se significa nutrir, el término que en la lengua española es 
sinónimo de alimentar, pero hay quienes afirman que viene del término “alere”, 
que significa con la acepción de alimento o cualquier otra sustancia que sirve 
como nutriente. En los dos casos está referido al sustento diario para que una 
persona pueda sobrevivir.  
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No obstante, viendo de una perspectiva jurídica SOSA (2013) este término está 
referido a un grupo de medio materiales destinados para la existencia física de la 
persona, los cuales son considerados los siguientes como educación, vestido, 
instrucción, asistencia médica, vivienda, entre otros. 
Tomando en consideración a Belluscio constata lo antes ya mencionado 
refiriéndose que los “alimentos es el grupo de medios materiales de naturaleza 
necesaria para la existencia física de las personas y en ciertos casos también para 
su instrucción y educación” (Belluscio, 1985, p. 389). 
En el Perú el termino de alimentos se encuentra regulada en el Código de los niños 
y adolescentes en el artículo 92° donde se establece:  
“se consideran alimentos lo necesario para el sustento, habitación, 
vestido, educación, instrucción y capacitación para el trabajo, 
asistencia médica y recreación del niño o del adolescente. También 
los gastos del embarazo de la madre desde la concepción hasta la 
etapa de postparto”. 
Asimismo, en la Declaración sobre los Derechos del Niño considerado como un 
mecanismo de naturaleza internacional contempla disposiciones de manera clara 
y expresa sobre el derecho de alimentos de los niños, sobre la base del siguiente 
principio: 
Principio 4: El niño debe gozar de las ventajas de la Seguridad Social. Tendrá 
derecho a crecer y desarrollarse en buena salud; con este fin deberán 
brindarles tanto a él como a su madre, cuidados especiales, incluso atención 
prenatal y post-natal. El niño tendrá derecho a disfrutar de alimentación, 
vivienda, recreo y servicios médicos adecuados. 
Es decir, los alimentos constituyen un mecanismo de naturaleza indispensable para 
el otorgamiento de un adecuado estilo de vida, por cuanto es un factor que influye 
en el desarrollo de una persona, que si se ve restringido se verá afectado en su 





2. Naturaleza del derecho alimentario: 
 
Reyes, N. (2013) Los alimentos de puede entender como una institución sumamente 
importante del Derecho de Familia que radica en el deber jurídico impuesto por la ley 
y que se constituye de una serie de prestaciones, del obligado alimentista, para 
satisfacción de necesidades de las personas titulares de este derecho ante el obligado, 
según manda la ley, y que no pueden prever su propia subsistencia por causas 
determinadas en la norma civil debidamente comprobadas. 
En tanto el derecho alimentario se fundamenta en la relación paterno-filial, 
indiscutiblemente, se puede hablar, por un lado, del deber de los padres de velar por 
el bienestar de sus hijos a través del otorgamiento de alimentos, y por otro lado, el 
derecho de los niños (hijos) a recibirlos.  
De la misma manera se debe tener en consideracion que el artículo 472º del Código 
Civil concordado con el artículo 92º del código de los Niños y Adolescentes, de lo 
que se infiere que los alimentos estan en funcion al sustento, habitación, vestido y 
asistencia médica. Ademas de que cuando el alimentista es menor de edad, los 
alimentos se consideran también la educación, instrucción, capacitación para el 
trabajo. 
Es decir los alimentos son una institución con gran relevancia en la rama del Derecho 
de Familia que otorga la posibilidad de reconocer el derecho a obtener una pensión 
de alimentos para desarrollarse de manera plena y asimismo se considera el deber 
jurídico que se constituye como el pago de las pensiones aliemnticias otorgadas con 
la finalidad de satisfacer las necesidades de naturaleza primaria a su beneficiario.  
Por tanto se concluye que la obligacion alimentaria engloba las prestaciones 
personalisimas de tienen por finalidad asegurar la supervivencia y mantenimiento 







3. El derecho a los alimentos como derecho fundamental. 
 
En la Cumbre Mundial Sobre alimentación (1996) se considero que toda persona tiene 
derecho a poder acceder a alimentos que sean sanos y nutritivos que te permitan poder 
tener una alimentación apropiada y no padecer hambre. 
Ahora bien, con respecto a la Declaración de los Derechos Humanos, suscrita y 
proclamada en París el 10 de diciembre de 1948 por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en su Resolución N°217 A, y aprobada en el Perú por Resolución 
Legislativa N° 13282 del 15 de diciembre de 1959, establece en 
El Artículo 3°: todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la 
seguridad de su persona.  
 
El Artículo 25°: 
Inciso 1: «Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le 
asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios 
sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de 
desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de 
sus medios de subsistencia por circunstancias independientes a su voluntad.»  
Inciso 2°: La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia 
especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, 
tienen derecho a igual protección social. 
Bajo estos términos mencionados podemos conocer sobre el derecho alimentario, el 
cual es considerado un derecho fundamental para asegurar la supervivencia y 
mantenimiento adecuado de la persona para el adecuado desarrollo y poder gozar una 
vida saludable y activa. 
Por lo que entonces debemos tener en consideración que el derecho a los alimentos 
es fundamento de la totalidad de los derechos humanos. Es decir, su satisfacción tiene 




4. Noción jurídica del proceso de alimentos: 
 
Para tener una noción más clara sobre los procesos de alimentos, se debe tomar en 
cuenta la dimensión legal como la doctrinaria, con respecto a los alimentos se refiera.  
 
El Código Civil Peruano (1984) en su artículo N° 472 refiere:  
“Se entiende por alimentos lo que es indispensable para el sustento, 
habitación, vestido y asistencia médica, según la situación y posibilidades 
de la familia. Cuando el alimentista es menor de edad, los alimentos 
comprenden también su educación, instrucción y capacitación para el 
trabajo.” 
En cuanto esto, podemos afirmar que los alimentos pueden variar su cuantum o 
dimensión dependiendo de la condición jurídica del alimentista, puesto que, si se 
tratase de un menor de edad, aumenta la noción o dimensión a tres aspectos 
adicionales, como lo son la educación, instrucción y capacitación laboral. De igual 
forma, el Código de los Niños y Adolescentes (2000) señala dentro de su artículo 
N°92 lo siguiente:  
Se considera alimentos lo necesario para el sustento, habitación, vestido, 
educación, instrucción y capacitación para el trabajo, asistencia médica y 
recreación del niño o del adolescente. También los gastos del embarazo de la 
madre desde la concepción hasta la etapa de postparto. 
La doctrina se establece que la obligación alimentaria es considerada un deber que 
se deriva de manera clara del derecho a la vida tanto del beneficiario alimentario 
como de los miembros de la familia que por ley también tienen dicho derecho.  Por 
cuanto, el argumento principal o fundamental para otorgar pensión de alimentos es 
que el acreedor se encuentre en estado de necesidad que no le permita poder satisfacer 
sus necesidades básicas por sí mismo, teniendo en cuenta ello, los alimentos permiten 
dicha satisfacción y con ello un adecuado desarrollo de la vida. 
5. La obligación alimentaria y sus características. 
 
Esto se puede definir como el deber que tiene determinada persona de otorgarle una 
pensión de alimentos que permita al beneficiario satisfacer necesidades básicas que 
le generen condiciones dignas de vida para poder subsistir. 
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6. Características De Los Alimentos. 
 
Del artículo N° 487 del Código Civil amparada en el Libro de derecho de Familia 
y la doctrina consideran como características del derecho alimentario los siguientes: 
Es por ello que estableceremos las caracteristicas de la obligaciòn alimentaria de la 
siguiente manera: 
 Es Personalísima.-  Según  (Canales Torres, 2013) sostiene que tiene 
esta característica “por cuanto la obligación de carácter alimentario 
recae en una persona ya determinada, esto con el sustento del vínculo 
filial y jurídico que mantiene con el alimentista”, es decir su naturaleza 
es intuito personae, no se trasmite a los herederos. 
 Variable.- Tiene esta característica por cuanto en el transcurso del 
tiempo puede ser revisado, debido a que los presupuestos para fijar la 
pension de alimentos cambian, por ejemplo puede variar el estado de 
necesidad, la posibilidad económica, por ello es similar las 
consecuencias con la obligación de alimentos, por cuanto dichos 
elementos siempre se encuentran en análisis permanente, es por ello 
que puede abrirse a opción de iniciar los procesos de exoneraciòn, 
proceso de prorrateo, disminución o aumento, de acuerdo la variación 
ya sea en el estado de necesidd o en la capacidad económica del 
demandado. 
 Recíproca.-  es bilateral en la razón de que se establece entre personas 
que tienen vínculos jurídicos entre sí; por ejemplo: descendientes, 
ascendientes, cónyuges, hermanos etc. 
 Intrasmisible.-  Como se explicó en la primera caracteristica esta es 
intuito personae debido a ello no se permite ser transferida o dada en 
cesiòn por actos entre personas.  
 Irrenunciable.- En tema general el derecho a los alimentos es 
irrenunciable; empero, si es posible renunciar a ejercer el derecho a 
solicitar alimentos, es decir, practicamente a percibirlos. “La razón es 
por que la obligación de alimentar la estableció el legislador teniendo 
como fundamento la humanidad y piedad, es por ello, que si un 
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alimentista no quiere percibir alimentos por cuanto puede solventarse 
por sí mismo se acepta la renuncia.”  (Varsi, 2007, p. 436) 
 Incompensable.- esta característica tiene relevancia por cuanto si 
existiese una deuda que tenga caracteristica alimentaria entre el 
obligado alimentario y el alimenticia esta no puede compensarse y 
considerarse como pensión de alimentos. Ahora bien hay una única 
salvedad que existe es cuando por ejemplo el padre cancela las cuotas 
de la escuela del alimentista, esto si se puede compensar por cuanto 
esta referido a la escolaridad, sin embargo, se exige que todo este 
debidamente acreditado.  
7. Los procesos de alimentos: 
Para poder desarrollar de manera adecuada el tema bajo investigación, resulta de 
vital importancia analizar de manera liminar el punto desde el cual desemboca la 
presente problemática; es decir, a partir de los procesos de alimentos, atendiendo a 
que la exoneración de alimentos es un proceso derivado, has cierto punto 
dependiente, en tanto requiere de la prexistencia de una sentencia que fije una 
pensión alimenticia. Es decir, no existe posibilidad alguna de iniciar un proceso de 
exoneración de alimentos si es que no existe un proceso ya concluido de alimentos 
en el que exista identidad de partes procesales, por ello es que analizaremos algunos 
supuestos generales del proceso de alimentos para luego entrar a tallar en el meollo 
del problema central. 
8.  Presupuestos o Requisitos del proceso de alimentos. 
Con lo ya mencionado anteriormente pordemos sostener lo que se busca es que la 
persona humana tenga un sustento de supervivencia y asimismo pueda 
desarrollarse física y socialmente. 
Los alimentos estan sustentados en presupuestos o requisitos escenciales: 
 Requisitos Subjetivos.- Referido al vínculo legal o voluntario, tiene 
carácter de permanencia. 
 Requisitos Objetivos.- Estos requisitos están referidos a la necesidad del 
alimentista y la posibilidad económica del alimentante. 
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1. Presupuesto o requisito subjetivo: El vínculo legal o voluntario.  
Para hablar de obligación alimentaria es de vital importancia que esta tenga 
su base a partir de dos líneas directrices: la ley como la principal, y la 
autonomía de la voluntad. 
1.1. La ley.  
“Uno de los fundamentos principales para fijar alimentos es que la ley 
tenga establecido dicha obligación, la ley impone que los alimentos 
deben constituir el sostén de subsistencia y conservación de la vida del 
alimentista.” (López, 1981, p. 70) 
Es por ello que el artículo n° 474 del Código civil señala que los 
obligados a prestar alimentos: 
- Son Los Cónyuges 
- Los Ascendientes Y Descendientes 
- Los Hermanos 
Por lo que, la obligación legal alimentaria se sustenta entre personas 
que tienen parentesco, por cuanto fija quienes son los alimentistas y los 
obligados alimentarios. 
 
- Los alimentos entre los cónyuges. -  La obligación de los 
alimentos entre cónyuges se encuentra establecida también en el 
artículo n° 288 del Código Civil; asimismo, el artículo 300 del 
mismo cuerpo normativo antes mencionado, hace referencia a la 
obligación de contribuir a sostener el hogar conyugal por parte 
de ambos cónyuges. Por lo que, aun estando casados, el juez 
evaluará la contribución de cada uno. Ahora bien, cuando hay 
hijos existen situaciones donde uno de ellos se dedica al cuidado 
de los menores, por lo que, en este caso la obligación del 
sostenimiento del hogar recae sobre el otro cónyuge. 
Es importante aclarar que no basta tener la condición de 
cónyuge para que judicialmente se fije a su favor la pensión de 
alimentos que solicita, por cuanto debe este acreditar el estado 
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de necesidad en el que se encuentra o la imposibilidad mental o 
física para trabajar, enfermedad grave o ancianidad que sea un 
obstáculo para realizar actividades que te generen ingresos para 
mantenerte y subsistir. Este criterio es de naturaleza 
jurisprudencial, es por ello, que el cónyuge que solicita la 
pensión no acredita lo anteriormente descrito por más que tenga 
dicha condición no se le fijará una pensión de alimentos. 
- Alimentos de los hijos y demás descendientes. - Como 
principio general se sostiene que es deber y derecho de los 
padres alimentar, dar seguridad, educar a sus hijos, asimismo a 
proveer al sostenimiento, educación y formación de sus hijos de 
acuerdo a sus posibilidades.  
(Canales, 2013, p. 27) sostiene “El derecho de alimentos de los 
hijos se sustenta también como sucede en los demás derechos 
de naturaleza alimentaria, cuando existe un estado de necesidad, 
es decir, que no puedan valerse por sí mismos. Sin embargo; en 
el caso de menores de edad se realiza una presunción relativa, 
de que, hasta cierta edad, si se encuentran en estado de 
necesidad, es por ello, que no hay rigor en la prueba de dicho 
estado.” 
En los casos donde un hijo mayor es incapaz, este tiene derecho 
a alimentos siempre y cuando acredite que no se encuentra en la 
capacidad de atenderse por sí mismo, por causa de incapacidad 
física o mental debidamente comprobada por certificado médico 
o informe psicológico. 
Ahora bien, cuando hay un hijo mayor de edad que se encuentra 
estable con la salud física o mental, pero desea continuar 
estudios superiores este debe demostrar que está siguiendo los 
estudios con éxito, sea carrera técnica o universitaria, el término 
de los estudios debe ser razonable, la ley amparar a dichas 
personas hasta un máximo de 28 años, sin embargo; esto no 
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puede ser sustento para que culmine una carrera universitaria en 
08 años, pues perdería el derecho a alimentos automáticamente. 
- Alimentos de los padres y demás ascendientes.- los hijos y 
descendientes tienen un derecho de naturaleza alimentaria frente 
a sus padres y demás ascendientes, muchas son las 
circunstancias, que resultan que un padre o ascendiente devenga 
en incapaz de poder generarse sus propios recursos para 
satisfacer sus necesidades, quien en otra época alimento a su 
hijo, y en resultado a este nivel de capacidad económica, el que 
en su momento fue alimentante de antes se convierte en 
alimentista para ello deben darse dos características, primero 
acreditar un estado de necesidad, y segundo que el padre haya 
prestado antes alimentos al hijo a quien hoy solicita los 
alimentos (existencia de lo reciproco)  (Canales Torres, 2013) 
 
 Autonomía de la Voluntad. - Es la otra línea directriz de la 
obligación alimentaria, tiene su fundamento en que las personas 
que no se encuentran obligadas por ley, las personas se imponen 
por su propia voluntad los alimentos por un acuerdo o testamento. 
En los casos del acuerdo voluntario de naturaleza alimentaria que 
se rige por lo establecido del contrato de renta vitalicia 
establecido en el artículo 1923 del Código Civil, se fija que la 
suma de dinero u otro bien de naturaleza fungible será pagado en 
cuotas hasta el cumplimiento de una condición o plazo. 
2. Presupuestos o requisitos objetivos. 
En el proceso de alimentos tenemos los siguientes requisitos objetivos que 
determinan la fijación del monto de pensión alimenticia por lo que son los 
siguientes: 
1. El estado de necesidad del Alimentista. 
Sostenemos que la naturaleza jurídica de los alimentos es mixta por 
cuanto tiene carácter patrimonial y extrapatrimonial, el primero 
debido a que, será plasmado en una cantidad de dinero o bienes y 
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el segundo porque el fin de dicho monto es para la subsistencia del 
alimentista, es por ello que hay que dejar en claro que por más que 
tenga carácter patrimonial los alimentos no tienen el fin de 
satisfacer el animus lucrandi del alimentista sino de satisfacer y 
resolver su estado de necesidad urgente. 
“El estado de necesidad tiene su base en la acción de requerir del 
alimentista a no poder atenderse adecuadamente, esto puede ser 
porque el que solicita sea incapaz, persona con discapacidad, 
menor de edad, anciano. La necesidad conlleva a que se te 
reconozca el derecho a la existencia.” (Monteiro, 2010, p. 517) 
Ese requisito se puede definir como aquella situación que se 
encuentra una persona a la cual resulta imposible generarse 
ingresos para sostenerse y satisfacer necesidades primarias, Al 
respecto (Torres, 2007, p. 28) nos define posturas que en doctrina 
se encuentran: 
La primera postura es una de carácter tradicional, en el cual hacían 
referencia que un estado de necesidad era similar a un estado de 
indigencia, o de insolvencia que impide la satisfacción de los 
requerimientos de alimentación, es decir esta postura sólo 
contempla un estado de necesidad extremo, como un requisito 
básico para tramitar y fijar alimentos. 
La segunda postura es totalmente contraria a la primera por cuanto 
sostiene que la necesidad de cada alimentista, debe analizarse 
basándose en el contexto en el que se desenvuelve, lo que conlleva 
a sostener que el juzgador deberá determinar la pensión de 
alimentos acorde con la realidad de cada alimentista. 
2. La capacidad económica del demandado.  
Es claro que la fijación de pensión alimenticia se da en base a la 
capacidad económica del demandado, el alimentista debe 
encontrarse en un estado de necesidad, el obligado alimentario 
debe tener lo superfluo, adicional a ello, el juez habrá de considerar 
no sólo los ingresos que actualmente genera, sino también las 
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posibilidades de ganar más de lo que actualmente gana, aunque 
claro está la medición debe ser con cautela y en base al caso 
establecido. (Canales Torres, 2013). 
El cumplimiento de una obligación alimentaria no puede ser 
fundamento para poner en riesgo la propia subsistencia del 
demandado, asimismo los operadores de justicia tendrán en 
consideración la circunstancia en que vive el obligado alimentario, 
las cargas familiares, y deberes familiares si tuviere. 
Para los casos de alimentos no se exige investigar rigurosamente la 
capacidad económica del demandado, por cuanto es un tema con 
mucha dificultad, lo que se exige en la actualidad es que el 
demandado en su contestación de demanda presente un declaración 
jurada de ingresos para poder tener una idea del monto mensual 
que percibe, sin embargo; como ha quedado establecida en 
variedad de jurisprudencia este medio probatorio constituye una 
declaración uniteral que sólo servirá de base para generar una idea 
al juzgador, y no creer a ciencia cierta si gana lo que dice, sobre 
todo si en el íter procesal su capacidad de gasto no concuerda con 
el ingreso establecido en la declaración jurada. 
3. Proporcionalidad en su fijación.  
Este presupuesto tiene como base que no se fije una pensión 
descomunal sino al contrario sea justa para ambas partes. 
Al respecto (Varsi, 2007, p. 422) sostiene: “ la fijación de alimentos 
debe nacer de la premisa de que los alimentos no pueden tener el 
fin de participar en el patrimonio del obligado alimentario, ni 
mucho menos obtener su fortuna. Debe quedar claro que los 
alimentos son dados por un tema de ad necessitatem. 
Como se sostuvo cuando la ley obliga a una pensión de alimentos 
esta se regula sobre el argumento de la necesidad del que la solicita 
y en función a la capacidad económica del demandado, debido a 
que los alimentos no podrán exigirse afectando las propias 
necesidades y subsistencia del obligado. 
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Es por ello, que es importante aclarar que, según lo establecido por 
ley, solo se puede afectar hasta el 60 % de la remuneración que 
percibe el demandado de forma mensual, y dicha afectación o 
fijación de pensión debe ser proporcional a los gastos que tiene el 
alimentista, tomando en consideración su edad, si está en etapa 
escolar, si tuviera algún tipo de discapacidad, etc. 
CAPITULO II. Proceso de reducción de alimentos. 
1.   Concepto 
 Canales (2017) La demanda de reducción de alimentos es el pedido realizado por 
parte de un obligado a prestar alimentos mediante una sentencia judicial firme o por 
mediante mecanismos extrajudiciales, ante el Juez para que se reduzca el monto de 
la pensión que fue establecido en el proceso primigenio de alimentos por cuanto 
existen argumentos razonables que justifican o impiden su pago en la cantidad 
fijada.  
El requisito indispensable para solicitar la reducción de la pensión de alimentos que 
el obligado haya venido cumpliendo con regularidad y de manera oportuna con el 
pago de la suma establecida por el juez.  
Asimismo, es requisito indispensable que se configuren las condiciones expuestas, 
es decir, no se puede amparar un proceso de reducción de alimentos cuando no se 
demuestre que la capacidad económica del obligado alimentario ha disminuido 
pasible de ser probada. En otras palabras para que proceda una disminución de la 
pensión de alimentos fijada debe demostrarse que se ha generado nuevos hechos 
con posterioridad a la sentencia de alimentos que fue resuelto en el proceso 
primigenio, dichos hechos deben estar relacionados a acreditar que el obligado 
alimentario ha sufrido una disminución en su capacidad financiera que le hace 
imposible cumplir a cabalidad con el monto total de la pensión fijada entre otros 
factores. 
2.  Presupuestos: 
Los presupuestos para poder solicitar la reducción de alimentos se encuentran 
regulada en el artículo 482 del código civil que establece: 
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A) Si se reducen las necesidades del alimentista, procederá la reducción 
de la pensión alimenticia. Dicho requisito debe estar debidamente 
acreditado con medios probatorios que lo avalen. 
B) Si se reducen las posibilidades económicas del alimentante, 
procederá la reducción de la pensión alimenticia. Dicho requisito debe 
estar debidamente acreditado con medios probatorios que lo avalen. 
3.  Fundamentos del derecho de reducción de alimentos  
 
El fundamento del proceso para poder solicitar la reducción de alimentos se 
encuentra regulada en el artículo 482 del Código Civil peruano, refiriendo que: “La 
pensión alimenticia se incrementa o reduce según el aumento o la disminución que 
experimenten las necesidades del alimentista y las posibilidades del que debe 
prestarla”. 
CAPITULO III. La Tutela Juridisccional Efectiva 
1.  Concepto:  
 Según (Gonzales, 1985) el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva es aquél por 
el cual todo ciudadano como parte activa de la sociedad, tiene la facultad de poder 
acceder a los órganos jurisdiccionales para el ejercicio o defensa de sus derechos 
y poder dirimir un conflicto de intereses, con la posibilidad que se encuentre 
inmerso en un proceso donde se le ofrezca las garantías mínimas para su efectiva 
realización.  
Según Celis (2013) “El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva se entiende como 
aquel derecho mediante el cual una persona como parte de la sociedad, puede 
lograr acceder a la vía jurisdiccional para ejercer y efectivizar la defensa de sus 
intereses o derecho, de manera que sea atendida mediante un proceso que 
establezca las garantías idóneas para su realización.”  
Además, en la Constitución Política del Perú en el Artículo 139°, establece los 
principios y derechos de la función jurisdiccional, consagrando en el inciso 3°. La 
observación del debido proceso y la tutela jurisdiccional. Siendo esta garantía 
inherente para el justiciable, ante su pedido de tutela, el deber del órgano 
jurisdiccional de observar el debido proceso y de bajo esta línea poder impartir 
justicia de manera adecuada en concordancia con los parámetros de justicia y 
equidad establecidos por la constitución y además bajo el respeto de los estándares 
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mínimos de protección de los derechos personales establecidos por los 
instrumentos internacionales de protección a los derechos. 
Se debe tener en cuenta además que al hablar de tutela jurisdiccional efectiva, es 
referida a aquella situación jurídica de una persona en la que se respetan, de modo 
enunciativo, sus derechos de libre acceso al órgano jurisdiccional, a probar, de 
defensa, al contradictorio e igualdad sustancial en el proceso, a no ser desviado de 
la jurisdicción predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de los 
previstos por la ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho, a 
acceder a los medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir 
procesos fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las 
resoluciones judiciales y a la observancia del principio de legalidad procesal 
penal”. 
Asimismo, en nuestro código procesal civil en el artículo I del título preliminar el 
derecho a la “Tutela jurisdiccional efectiva”, al señalar: 
“Artículo I.- Derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. - Toda persona tiene 
derecho a la tutela jurisdiccional efectiva para el ejercicio o defensa de sus 
derechos o intereses, con sujeción a un proceso debido”. 
En atención a ello entonces se hace aún más importante que se respete y vele por 
la correcta aplicación de las leyes y el respeto por la tutela jurisdiccional efectiva 
de las personas sin mellar su acceso a proceso y a los recursos a lo largo del 
proceso, que según las normas especiales y generales del ordenamiento legal 
vigente en el Perú y doctrina se conoce como derecho al debido proceso. 
2.  Naturaleza: 
En cuanto a su naturaleza, el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva es de 
carácter público y subjetivo, por cuanto toda persona (sea natural o jurídica, 
nacional o extranjera, capaz o incapaz, de derecho público o privado; aún el 
concebido tiene capacidad de goce), por el sólo hecho de serlo, tiene la facultad 
para dirigirse al Estado a través de sus órganos jurisdiccionales competentes, y 
exigirle la tutela jurídica plena de sus intereses. Este derecho se manifiesta 
procesalmente de dos maneras: el derecho de acción y el derecho de contradicción.  
 





 Acceso a la justicia: La posibilidad de acceder a los órganos 
jurisdiccionales; ya sea como demandante o demandando; con el propósito 
de que se reconozca un interés legítimo. 
 El derecho a un proceso con todas las garantías mínimas: Que sería, 
precisamente, el derecho al debido proceso. 
Sentencia de fondo: Los jueces deben dictar, por regla general, una sentencia sobre 
el fondo del asunto materia del petitorio para solucionar el conflicto intersubjetivo 
de intereses o eliminar la incertidumbre, ambas con relevancia jurídica; empero, 
en el caso de no poder entrar al fondo, porque no concurren los presupuestos 
procesales y las condiciones de la acción, dictarán una resolución fundada en 
derecho. 
Doble instancia: Es la posibilidad que tienen las partes de impugnar la sentencia 
que consideren contraria a derecho, con el propósito de que sea exhaustivamente 
revisada por el superior jerárquico y, de ser el caso, se expida una nueva sentencia 
adecuada. 
Ejecución: Es el derecho a solicitar y obtener el cumplimiento material efectivo 
de la sentencia definitiva, pues resulta insuficiente la declaración de que la 
pretensión es fundada o infundada (aun cuando se sustente en sólidos fundamentos 
doctrinarios). La efectividad de las sentencias exige, también que ésta se cumpla 
(pese a la negativa del obligado) y que quien recurre sea repuesto en su derecho 
violado y compensado si hubiese lugar a ello, por los daños y perjuicios irrogados: 
de lo contrario, las sentencias, y el reconocimiento de los derechos que ellas 
comportan a favor de alguna de las partes, se convertirían en meras declaraciones 
de intenciones. 
En este sentido, Jesús González Pérez ha señalada que "El derecho a la tutela 
jurisdiccional despliega sus efectos en tres momentos distintos: primero, en el 
acceso a la justicia, segundo una vez en ella, que sea posible la defensa y poder 
obtener solución en un plazo razonable, y tercero, una vez dictada la sentencia, la 
plena efectividad de sus pronunciamientos. Acceso a la jurisdicción, proceso 
debido y eficacia de la sentencia”. 
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3. Alcances de la tutela jurisdiccional efectiva 
El Tribunal Constitucional ha dejado establecido en variada jurisprudencia que el 
derecho a la tutela judicial efectiva tiene naturaleza constitucional, en razón a que 
mediante este derecho todo ciudadano justiciable puede acceder a los órganos 
jurisdiccionales, con la independencia de la clase de pretensión o pedido que se 
solicite y de la manera eventual con legitimidad que pueda, o no, acompañarle a 
su petitorio.  
En el sentido extensivo, el derecho a la tutela judicial efectiva permite asimismo 
que lo que ha sido decidido judicialmente mediante una sentencia, resulte 
produciendo sus efectos. En otras palabras, con la tutela judicial efectiva no sólo 
tiene como fin asegurar la acción de participación o acceder por parte justiciable 
a los diversos procesos que establece nuestra normatividad dentro de los supuestos 
establecidos para cada tipo de pretensión, sino que también tiene por fin garantizar 
que, luego de la decisión final, pueda verse este último materializado con una 
mínima y oportuna eficacia. Celis, (2013) 
Lo señalado con anterioridad según el TC cuando a traves de nuestra normatividad 
se reconoce el derecho de todo justiciable de poder acceder a la jurisdicción, es 
una manifestación de la tutela judicial efectiva,  mas no se debera enteder que el 
organo jurisdiccional esta obligado de manera principal a estimar dicho pedido, 
esto es porque sólo tiene la bligación de aceptr el pedido, tramitar el proces y luego 
ponderar mediante razonamiento motivados si les da la razón o no. En dicho 
aspecto, quedo claro, a contrario sensu de lo señalado, la judicatura no asume la 
elemental responsabilidad de examinar lo que se le solicita y,  lejos de ello, 
desestima, de plano, y sin merituación alguna lo que se le pide, es decir que el juez 
no analizará al momento de acoger el pedido si este va ser fundado o no, sino que 
sólo revizará que se cumpla con los requisits formales de admisibilidad y 
procedencia señalados en la ley procesal. 
CAPITULO IV.- El Art. 565 – A del Código procesal Civil en el PLENO 
JURIDICCIONAL DISTRITAL DE FAMILIA 2018. 
En la Ciudad de Lima – Corte Superior de Justicia del Callao se debatió como tema 
n° 01: “ Si al aplicarse el artículo 565° A del Código Procesal Civil en los casos de 
exoneración de alimentos, dicho requisito debe exigirse su cumplimiento y 
acreditación al momento de calificarse la demanda ocasionando la improcedencia de 
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la demanda, ¿o debe ser analizado al momento de expedirse la sentencia pudiendo 
prescindirse de dicha exigencia procedimental en aras de garantizar el acceso a la 
justicia y la tutela jurisdiccional del deudor alimentario”  
Se presentaron 2 posturas: 
PRIMERA POSTURA. - El juzgador debe aplicar el ART. 565-A del CPC, al momento 
de calificar la demanda como requisito especial, Sin embargo, se tendrá como regla 
excepcional que en los casos donde se aprecie que la improcedencia afecta 
irrazonablemente la tutela jurisdiccional efectiva del obligado alimentario se admitirá a 
trámite la demanda. 
SEGUNDA POSTURA. - El art. 565 –A del CPC no debe exigirse en la calificación de 
la demanda en un proceso de exoneración, debiendo ser objeto de cuestionamiento al 
momento de sentenciar. 
LA POSTURA GANADORA. - Luego del debate se aprobó unanimidad la postura n° 
01. 
“En principio, el juez debe aplicar la regla establecida en el artículo 565- A del Código 
Procesal Civil, entendiendo que en este artículo se establece un requisito de 
procedibilidad que debe ser cumplido al momento de presentar la demanda, sin embargo, 
excepcionalmente, el juez podrá admitir a trámite la demanda, si es que considerase 
preliminarmente que la improcedencia afecta irrazonablemente en el caso en concreto, 
el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva”. 
 
Si bien el pleno se centró en el artículo 565-A del CPC en los procesos de exoneración, 
es inclusive más aplicable en los procesos de reducción de alimentos donde se ven 
afectados la tutela jurisdiccional efectiva del obligado alimentario al impedir acceder a la 
justicia pese a que es imposible cumplir con la pensión fijada por disminución de su 
capacidad económica. 
CAPITULO V.- ABUSO DEL DERECHO 
1. Definición. 
Se entiende por abuso del derecho a la “situación que se da cuando el titular de un 
derecho actúa de modo tal que su conducta se rige con la norma legal que concede 
la facultad, sin embargo, su ejercicio resulta contrario a la buena fe, la moral, las 
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buenas costumbres o los fines sociales y económicos del Derecho.”  (Fernandez 
,1999 p. 345) 
Nosotros lo definimos como la facultad que tiene el titular de un derecho de 
realizar determinada actividad rigiéndose por la ley para obtener provecho 
ilegìtimo o tener consecuencias que son beneficiosas para el pero que son 
contrarias a la buena fé, moral y las buenas costumbres. 
2. Elementos del Abuso del derecho.  
 Los elementos principales que deben tener una consideración para 
concluir que se ha producido un abuso de derecho se pueden sintetizar en 
los siguientes:  
 Exista un derecho subjetivo. 
Debe existir un derecho de naturaleza subjetiva, que en un inicio se ejerza 
rigiéndose dentro de lo lícito.  
 El derecho sea ejercido: 
 Desde un punto lógico es clara la necesidad de que se cuente con la 
presencia de un derecho y el mismo este siendo ejercido por el titular. 
Asimismo, debe establecerse Se debe entender que el derecho es 
primariamente la relación entre seres humanos y sus conductas 
intersubjetivas regladas por normas de acuerdo a valores que se intentan 
proteger. Y es esa misma coexistencia de normas y de los valores distintos, 
la que hace imposible la admisión de derechos absolutos. Existiendo un 
deber a cargo del titular del derecho de no interferir en el derecho de otros. 
 Falta de beneficio para el titular. 
Es relevante que se haga un análisis respecto de la utilidad que tiene al 
ejercer el derecho para el autor, si esto es un beneficio inmediato o si 
verdaderamente puede producir efectos positivos para este en el futuro. 
 El daño producido a otro. 
Debe efectivizarse el daño en perjuicio a otra persona que tiene un interés 
legítimo sin protección ante una norma jurídica, no se produce la lesión a 
un derecho subjetivo de otra persona, sino que produce la lesión concreta 





 El daño es inmoral e injusto ante la Sociedad. 
Este interés de la otra persona está protegido con principios generales 
como la buena fe, Es decir entonces el año producido a otra persona si 
tiene efectos ante la sociedad, la repercusión de la inmoralidad se 
evidencia de manera subjetiva, cuando teniendo el derecho se actúa con 
dolo o fácilmente sin un legítimo interés, todo esto proviene de una 
anormalidad en el ejercicio propio del derecho, por cuanto dichas actitudes 
se encuadran bajo el derecho en sí mismo. 
CAPITULO VI.- PRONUNCIAMIENTO DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL. 
El Tribunal Constitucional ha emitido un pronunciamiento en el exp. EXP N.° 
05070-2014-PA/TC mediante el auto de fecha 01 de marzo del 2018. 
 Recurrente Gabriel Chambi Ccallo 
Resolución 
Impugnada 
Interpone demanda de amparo contra la jueza del 3° Juzgado 
de Paz Letrado, y el juez del 2° Juzgado de Familia, 
solicitando la nulidad de las resoluciones de 10/01/2013 y 
10/06/2013, que rechazaron su demanda de exoneración de 
alimentos y dispusieron su archivo. 
Fundamento 
del recurso 
 El 10/08/2012 el juzgado mixto de Juliaca 
declaro fundada demanda sobre usurpación 
de nombre, y dispuso la exclusión de su 
nombre de la partida de nacimiento del menor 
Gabriel Yoni Chambi Hancco, donde 
figuraba como su padre. 
 El 20/12/12 interpuso demanda de 
exoneración, Sin embargo, la misma fue 
rechazada por cuanto los jueces aplicaron el 
artículo 565-A del Código Procesal Civil, 
sostiene que es claro que al exigírsele cumplir 
con una obligación que no tiene, dado que no 
es el padre del menor, se afecta su derecho a la 
tutela judicial efectiva. 
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 La argumentación y medios probatorios eran 
contundentes; Sin embargo en primera y 
segunda instancia rechazaron su demanda. 
Posición del 
TC 
 El recurrente se encuentra en una situación singular 
en la que no le sería aplicable la regla contenida en el 
artículo 565-A del Código Procesal Civil, y debería 
disponerse la admisión a trámite de su demanda de 
exoneración de alimentos. Empero, este Tribunal 
Constitucional considera que en autos no obran los 
suficientes medios probatorios para arribar a una 
decisión final al respecto. 
FALLO Otorgar al demandante el plazo de 30 d.h. para que presente 
toda información relevante del proceso primigenio de 
alimentos, proceso de usurpación de nombre, tramitado, para 
que se emita un pronunciamiento adecuado en defensa de sus 
derechos. 
 
Si bien, la discusión es referido a un proceso de exoneración de alimentos la 
importancia de este auto radica en dos puntos: 
 La aplicación del artículo 565 –A del Código Procesal Civil en la práctica 
es rígida y general para todos los casos. 
 Sin embargo, existen situaciones particulares como ocurren en los procesos 
de reducción de alimentos que tienen ser merituadas conforme lo hizo el 
Tribunal constitucional en el presente caso y que por regla excepcional no 
deben estar sujetas a la aplicación del artículo 565 –A del Código Procesal 
Civil, por cuanto afecta claramente derechos fundamentales. 
1.4.FORMULACIÓN DEL PROBLEMA. 
Con respecto a la realidad problemática ya mencionada anteriormente, se formula 
el siguiente problema: 
¿En mérito de la aplicación del artículo 565 –A del Código Procesal Civil en los 




1.5. JUSTIFICACIÓN DEL ESTUDIO. 
El presente trabajo de investigación tiene los siguientes aportes: 
Teórica: por cuanto la investigación pretende proponer una modificatoria del 
artículo 565 – A del Código Procesal Civil con la finalidad que en los casos 
donde se corrobore la disminución de la capacidad económica del obligado 
alimentario, en su demanda, pueda acceder a la justicia y tramitar el proceso 
de reducción. 
Metodológica: por cuanto con el presente trabajo de investigación 
pretendemos dar un enfoque, debido a que en la realidad si la capacidad 
económica o financiera del obligado alimentaria en un periodo de tiempo se 
han visto disminuidas y como consecuencia de ello se genera un retraso en el 
pago de la pensión de alimentos de manera mensual, y el actor quiera iniciar 
un proceso por disminución de pensión alimenticia,  al aplicarse el artículo 
565-A del Código Procesal Civil, verá vulnerado su derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva; pues no tendría derecho alguno a que su conflicto de 
intereses sea solucionado debido a que no se encuentra al día en el pago de las 
pensiones alimenticias. 
Práctica: debido a que con la investigación realizada se logrará modificar la 
situación de la gran mayoría de obligados alimentarios que solicitan una 
reducción de pensión alimentos, pues muchas veces se encuentran adeudando 
pensiones de alimentos, y al tener menos ingresos, se les hace casi imposible 
cumplir de manera íntegra con el pago de la pensión alimenticia fijada, clara 
razón por la que recurren a ejercitar la acción de reducción de pensión 
alimenticia, previsto en el artículo 482° del Código Civil, la cual se ve 
restringida por el requisito de admisibilidad que prevé el artículo 565-A del 
Código Procesal Civil, vulnerándose de esta manera su derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva 
Relevancia. - la presente investigación ofrece ciertos beneficios a la 
Comunidad en los ámbitos siguientes.  
- Social. - Porque buscamos que este tipo de problemas e 
inconvenientes que pasan y sufren distintas personas al verse limitados por el 
derecho para poder acudir al órgano de justicia correspondiente con el fin de 
38 
 
lograr la reducción de alimentos. Esto beneficiaría no sólo a quienes están 
actualmente pasando por un problema similar, sino a todas las personas que 
en el futuro puedan verse involucrados en el mismo. 
- Educativo. - por cuanto el presente trabajo de investigación servirá 
como antecedente académico para futuros trabajos de investigación referente 
a este tema. 
Contribución: por cuanto la investigación genera aportes en base a los 
siguientes impactos: 
- Impacto Jurídico. - En la medida que lo que se trata de conseguir 
es una modificatoria del artículo 565 –A del código Procesal Civil, pues 
buscamos que sobre todo en los casos de reducción la razón principal de la 
mayoría de los accionantes es la disminución de la capacidad económica, 
entonces a partir de este hecho se le pueda acceder a la justicia. La disposición 
que nosotros proponemos como solución, servirá como medida de protección 
de nuestros derechos fundamentales y garantías procesales debido a la falta de 
precisión en nuestra normativa para cuyo efecto se propondrá un proyecto de 
ley en el cual se tratará de brindar las herramientas pertinentes. 
- Impacto Económico. - En la medida que vamos a evitar que muchos 
que los obligados alimentarios adeuden sumas exorbitantes que no puedan 
pagar. 
1.6.  SUPUESTOS U OBJETIVOS DE TRABAJO 
1.6.1  General 
Determinar Si por la aplicación del artículo 565 –A del Código Procesal Civil 
en los procesos de reducción de alimentos se vulnera la tutela jurisdiccional 
efectiva del obligado alimentario. 
1.6.2  Específicos 
 Determinar los lineamientos y/o dimensiones del derecho a la 
Tutela Jurisdiccional Efectiva. 
 Determinar la constitucionalidad del requisito 565 – A del 
Código procesal civil en los procesos de reducción. 
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 Realizar un análisis al artículo 565 – A del código Procesal 
Civil del Código Procesal Civil en los procesos de reducción, 
conjuntamente con los expedientes N° 3492-2014 y Expediente 
N° 963-2013. 
 Analizar los fundamentos jurídicos de la incorporación del 
artículo 565 –A del código Procesal Civil en la admisión de la 
demanda de reducción de la pensión alimentaria. 
 Realizar un proyecto de ley para la modificación del artículo 
565 –A en los procesos de reducción de alimentos  
II. MÉTODO:   
2.1.DISEÑO DE INVESTIGACIÓN: 
La presente investigación: 
El diseño interpretativo de la presente investigación es el Estudio de Caso, 
Ya que como objetivo se busca indagar en gran magnitud sobre la tutela 
jurisdiccional efectiva en los procesos de disminución en mérito a la 
aplicación del artículo 565 – A del código Procesal civil, utilizando la teoría, 
antecedentes, doctrina y jurisprudencia del caso y citas de autores que opinan 
sobre el tema en investigación.  
2.2.METODOS DE MUESTREO. 
En la investigación cualitativa las muestras son no probabilísticas, en este 
caso, se buscó informantes idóneos, por lo tanto, los muestreos son 
intencionales o teóricos, y las unidades de muestreo no son los individuos sino 
los conceptos de sus discursos, El tamaño muestral puede ser reducido, y 
estadísticamente no representativo, el proceso de muestreo es acumulativo 
hasta llegar a la “saturación” de la información (PTCR, 2015). 
 En esta investigación cualitativa se considera: 
 ESCENARIO DE ESTUDIO. -  El escenario de estudio será la Corte 
Superior de Justicia de La Libertad – Juzgados de Familia 
  CARACTERÍSTICAS DE LOS PARTICIPANTES. 
En la presente investigación la caracterización de los sujetos comprende a los 










- Juez titular juzgado de familia. 
- 10 años de experiencia 
- Edad superior a 35 años 
Abogados especialistas 
en derecho de familia. 
 
- 10 años de experiencia. 
- Maestría en derecho de familia 
- Edad superior a 35 años 
   
 PLAN DE ANÁLISIS O TRAYECTORIA METODOLÓGICA 
El presente trabajo de investigación que se presenta tiene enfoque cualitativo, 
al haberse realizado la investigación mediante el estudio de caso. El 
procedimiento para la obtención de datos relevantes está enmarcado de la 
siguiente forma: 
- Observación de la realidad  
- Selección del tema de investigación 
- Revisión de las Casaciones que contienen el tema 
- Descripción de la problemática 
- Elaboración de la formulación del problema 
- Elaboración del objetivo general y específicos  
- Elaborar la justificación del tema 
- Elegir el diseño de investigación 
- Identificar los métodos de muestreo 
- Seleccionar los instrumentos de recolección de datos 
- Evaluar y discutir los resultados. 
- Redactar las conclusiones sobre el tema. 
 
2.3. RIGOR CIENTÍFICO  
En la presente investigación el rigor científico se enmarca en la credibilidad dentro 
de las bases teóricas que otorgan respaldo a el tema, asimismo nos enmarcamos 
en las opiniones de los especialistas en la materia, y de juristas sobre el tema 
planteado en el presente trabajo de investigación, respetando la propiedad 
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intelectual de los todos los especialistas a través de la utilización de las normas 
APA establecidas por la universidad César Vallejo. 
2.4. ANÁLISIS CUALITATIVO DE LOS DATOS. 
Se utilizará el método Descriptivo, pues se analiza un tema jurídico respecto al 
derecho alimentario entre los convivientes y la problemática que presenta. 
2.5.ASPECTOS ÉTICOS 
Con respecto a este punto es de vital importancia hacer mención que los resultados 
que se contemplan en mi trabajo, está contemplado a base de un constante esfuerzo 
como estudiantes para las correcciones y revisiones de las presentaciones a las que 
se ha sometido con la finalidad de buscar perfeccionarlo, estableciendo 
fundamento a través de los datos que se obtuvieron en base a la investigación 
siguiendo las pautas o reglas establecidas por la Universidad César Vallejo.  
Asimismo, es preciso recalcar que la elaboración de este proyecto se está 
recurriendo a los Abogados que son especialistas en Derecho de familia, y las citas 
correspondientes de acuerdo a los temas que trataremos, y de esa forma contribuir 
a la protección de la propiedad intelectual evitando el plagio. Procurando que este 
trabajo sea producto de la intelectualidad propia. 
III. DESCRIPCIÓN DE RESULTADOS 
La presente investigación busca determinar en qué medida se vulnera  la tutela 
jurisdiccional efectiva en los procesos de reducción de alimentos por la aplicación 
del artículo 565- A del código procesal civil peruano, para lo cual se fijaron ciertos 
objetivos específicos que permitan en la medida de lo recaudado y sobre el análisis 
de los resultados adquiridos en las entrevistas encaminar la investigación hacia el 
fin último ya mencionado, los mismos que fueron contrastados con la aplicación del 
instrumento de la entrevista con expertos especialistas en la materia de derecho de 
familia arribándose a los resultados que paso a describir a continuación. 
 
3.1.Determinar los lineamientos y/o dimensiones del derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva. 
respecto a lo planteado en el objetivo específico N° 01 sobre los lineamientos y 
dimensiones del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva en el ordenamiento 
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jurídico nacional, se utilizó el instrumento de entrevista y análisis de documentos 
obteniendo el siguiente resultado: 
ENTREVISTA: 
Especialista Pregunta N° 02: ¿Cuál considera usted son las 
dimensiones del derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva en el Perú? 
Huberth Edinson Asencio 
Díaz 
Juez Titular del Primer 
Juzgado de Familia Trujillo. 
 
Las dimensiones del derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva considero que son 02, en un 
sentido estricto es la oportunidad de cualquier 
persona a poder acceder a un proceso judicial, en 
sentido amplio es la oportunidad de llevar un 
proceso que contenga las garantías procesales 
mínimas. 
 
ANÁLISIS DE DOCUMENTOS 
Especialista Los lineamientos del derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva en el Perú 
Marco Celis 
Juez Titular del Cuarto 
Juzgado de Familia Trujillo. 
(investigación sobre la tutela 
jurisdiccional efectiva en los 
procesos de exoneración, 
alimentos, prorrateo, 
reducción y variación) 
 
“El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva se 
entiende como aquel derecho mediante el cual 
una persona como parte de la sociedad, puede 
lograr acceder a la vía jurisdiccional para ejercer 
y efectivizar la defensa de sus intereses o 
derecho, de manera que sea atendida mediante un 
proceso que establezca las garantías idóneas para 
su realización.” 
 
Sentencia emitida por el Tribunal Constitucional en el EXP. N° 763-2005-






Tribunal Constitucional  
Los lineamientos del derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva en el Perú 
“la tutela judicial efectiva es un derecho 
constitucional de naturaleza procesal en virtud 
del cual toda persona o sujeto justiciable puede 
acceder a los órganos jurisdiccionales, 
independientemente del tipo de pretensión 
formulada y de la eventual legitimidad que 
pueda, o no, acompañarle a su petitorio. En un 
sentido extensivo, la tutela judicial efectiva 
permite también que lo que ha sido decidido 
judicialmente mediante una sentencia, resulte 
eficazmente cumplido. En otras palabras, con la 
tutela judicial efectiva no solo se persigue 
asegurar la participación o acceso del justiciable 
a los diversos mecanismos (procesos) que 
habilita el ordenamiento dentro de los supuestos 
establecidos para cada tipo de pretensión, sino 
que se busca garantizar que, tras el resultado 
obtenido, pueda verse este último materializado 
con una mínima y sensata dosis de eficacia.” 
 
En los tres resultados obtenidos referido a los lineamientos de la tutela jurisdiccional 
efectiva, podemos concluir que son el acceso a la justicia entendida como la 
posibilidad de acceder a los órganos jurisdiccionales y el derecho a un proceso con 
todas las garantías mínimas: Que sería, precisamente, el derecho al debido proceso. 
3.2.Determinar la constitucionalidad del requisito 565 – A del Código 
procesal civil en los procesos de reducción. 
respecto a lo planteado en el objetivo específico N° 02 sobre Determinar la 
constitucionalidad del requisito 565 – A del Código procesal civil en los procesos de 
reducción, se utilizó el instrumento de entrevista y análisis de documentos 




Especialista Pregunta N° 03: ¿Su juzgado ha rechazado procesos de 
reducción de alimentos por no encontrarse al día en el 




Juez Titular del 
Primer Juzgado de 
Familia Trujillo. 
 
Si, en varias oportunidades 
 
Especialista Pregunta 04. ¿Considera usted que a partir de la 
problemática en cuestión la ley N° 29486 podría tener 
indicios de inconstitucionalidad por cuanto vulnera 
derechos fundamentales como el de la tutela 
jurisdiccional efectiva?  
Huberth Edinson 
Asencio Díaz 
Juez Titular del 
Primer Juzgado de 
Familia Trujillo. 
 
Soy de la posición que la ley 29486, tendría indicios de 
inconstitucionalidad sólo en el extremo que exige como 
requisito de procedibilidad al obligado en las acciones de 
reducción, variación y prorrateo de alimentos al estar al día 
en el pago de la pensión, dejando de lado las acciones 
derivadas de los procesos de exoneración de alimentos. 
 
3.3.Realizar un análisis al artículo 565 – A del código Procesal Civil del 
Código Procesal Civil en los procesos de reducción, conjuntamente con 
los expedientes N° 3492-2014 y Expediente N° 963-2013. 
Con respecto al objetivo N° 03 se utilizó el instrumento de análisis de documentos 




N° Exp. 03492-2014-0-1601-JP-FC-06 Expediente N° 963-2013. 
Juzgado  6to juzgado paz letrado 2do juzgado paz letrado 
Materia  Reducción de alimentos Reducción de alimentos 
Partes Dte. García 
Montalván 
Elvis Richard 
Ddo. San Martin 
Ballen Shirley Beatriz 
Dte. Vargas 






Artículo 565- A del código 
Procesal civil 
Sin aplicación del Artículo 





INADMISIBLE la demanda de 
Reducción de Pensión 
Alimenticia, interpuesta por don 
Elvis Richard García Montalván; 
y CONCEDASE al demandante 
el, plazo de CINCO DIAS, a fin 
de que cumpla con subsanar la 
omisión advertida en la parte 
considerativa de la presente 
resolución.  
Resolución n° 02: 
ADMITIR a trámite en la vía 
de PROCESO ÚNICO la 
demanda de Reducción de 
Alimentos interpuesta por 
FLORCITA DE LOS 
ANGELES VARGAS RUIZ 
contra JORGE LUIS 
CHAVEZ CARMONA; por 
ofrecidos los medios 
probatorios.    
Resolución 
n° 02 
Que el artículo  565º “A” del 
Código Procesal Civil, establece  
de manera clara y  taxativa como 
requisito para la  admisión  de la  
demanda  de reducción, acreditar   
Sentencia contenida en la 
Resolución n° 15 de fecha 15 
de mayo del 2014. 
1. Declaro FUNDADA en 
parte la demanda interpuesta 
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encontrarse al día  en el pago  de 
las pensiones alimenticias;  lo 
que implica que el accionante en 
el presente  caso  debe  presentar  
documento idóneo que acredite  
el referido requisito; en este  
contexto, al no haberse 
subsanado la deficiencia  
advertida en el punto  a)  de la 
resolución número uno, debe 
desestimarse el escrito de 
subsanación y hacer efectivo el 
apercibimiento decretado.   
Por las consideraciones antes 
expuestas y de conformidad con 
lo establecido por el artículo 146º 
y la parte in fine del artículo 426º 
º del Código Procesal Civil; se 
resuelve:  




presentada por GARCIA 
MONTALVAN, ELVIS 
RICHARD, consentida 
que sea ésta. 
2. ARCHÍVESE en el 




por doña FLORCITA DE LOS 
ANGELES VARGAS RUIZ 
contra don JORGE LUIS 
CHAVEZ CARMONA por 
REDUCCION DE PENSION 
DE ALIMENTOS. 
2. En consecuencia: 
ORDENO que doña 
FLORCITA DE LOS 
ANGELES VARGAS RUIZ 
debe acudir a su menor hija 
KATHERIN ELIZABETH 
CHAVEZ VARGAS con una 
pensión alimenticia mensual 
ascendente a la suma de 
DOSCIENTOS CINCUENTA 
NUEVOS SOLES (S/. 250.00), 
a partir de que quede 
































4.1.Los lineamientos y/o dimensiones del derecho a la Tutela Jurisdiccional 
Efectiva. 
Los lineamientos y/o dimensiones del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva 
en el Perú esto en relación a los procesos de reducción de alimentos, se ha 
analizado que la aplicación de este derecho en el ámbito procesal tiene dos 
vertientes importantes entre ellas el acceso a la justicia y el debido proceso; esto 
guarda relación con lo que sostiene el especialista Asencio Díaz quien refiere “Las 
dimensiones del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva considero que son 02, 
en un sentido estricto es la oportunidad de cualquier persona a poder acceder a un 
proceso judicial, en sentido amplio es la oportunidad de llevar un proceso que 
contenga las garantías procesales mínimas.”  
Asimismo, el autor (Celis, 2013) hace una acotación relevante sosteniendo que 
“El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva se entiende como aquel derecho 
mediante el cual una persona como parte de la sociedad, puede lograr acceder a la 
vía jurisdiccional para ejercer y efectivizar la defensa de sus intereses o derecho, 
de manera que sea atendida mediante un proceso que establezca las garantías 
idóneas para su realización.” y lo establecido por el Tribunal Constitucional en el 
EXP. N.° 763-2005-PA/TC – LIMA en sus fundamentos sustenta que “la tutela 
judicial efectiva es un derecho constitucional de naturaleza procesal en virtud del 
cual toda persona o sujeto justiciable puede acceder a los órganos jurisdiccionales, 
independientemente del tipo de pretensión formulada y de la eventual legitimidad 
que pueda, o no, acompañarle a su petitorio. En un sentido extensivo, la tutela 
judicial efectiva permite también que lo que ha sido decidido judicialmente 
mediante una sentencia, resulte eficazmente cumplido. En otras palabras, con la 
tutela judicial efectiva no solo se persigue asegurar la participación o acceso del 
justiciable a los diversos mecanismos (procesos) que habilita el ordenamiento 
dentro de los supuestos establecidos para cada tipo de pretensión, sino que se 
busca garantizar que, tras el resultado obtenido, pueda verse este último 
materializado con una mínima y sensata dosis de eficacia.” Al respecto entonces 
se tiene que este requisito de admisibilidad no solo vulnera la tutela en el extremo 
del acceso a la justicia, por cuanto no se le permite al obligado alimentario acceder 
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a la justicia si no se encuentra al día en el pago de pensiones alimenticias, pese a 
que se corrobore que el alimentista ya no se encuentra en un estado de necesidad. 
Es por ello, que sobre los lineamientos del derecho a la tutela jurisdiccional en el 
ámbito de los procesos de reducción de alimentos en mérito a la aplicación del 
artículo 565 –A del Código Procesal Civil, tenemos que son dos como son el 
acceso a la justicia entendida como la posibilidad de acceder a los órganos 
jurisdiccionales y el derecho a un proceso con todas las garantías mínimas: Que 
sería, precisamente, el derecho al debido proceso. 
4.2.La constitucionalidad del requisito 565 – A del Código procesal civil en 
los procesos de reducción. 
Ahora bien, para determinar la constitucionalidad del requisito 565 –A del Código 
Procesal Civil, se debe tener en cuenta que las leyes que emanan del legislativo 
deben regirse dentro de los lineamientos del cumplimiento y respeto de la 
Constitución teniendo como fundamento el principio de supremacía 
constitucional, es por ello que se establece que la norma no puede contravenir de 
forma explícita las garantías y derechos fundamentales ya consagrados en la 
constitución. Respecto del caso en concreto se debe tener en cuenta lo que refiere 
el Tribunal Constitucional al respecto del control constitucional en el EXP. N. 0 
00728-2008-PHC/TC “Al respecto, este Colegiado en el 003179-2004-AA/TC. FJ 
23, ha precisado que el canon interpretativo que le permite al Tribunal 
Constitucional realizar, legítimamente, el control constitucional de las 
resoluciones judiciales ordinarias está compuesto, en primer lugar, por un examen 
de razonabilidad; en segundo lugar, por el examen de coherencia; y, finalmente, 
por el examen de suficiencia. Y teniendo en cuenta  Por tanto, se evidencia en 
aplicación de dicho razonamiento establecido por el TC el artículo 565 – A del 
Código Procesal Civil no pasa el control constitucional ya que vulnera de forma 
expresa el acceso a la justicia del deudor alimentario, nuestra afirmación ha sido 
compartida con el  especialista Asencio Díaz quien sostiene que es de la posición 
que la ley n° 29486 que incorpora el artículo 565 – A en el Código Procesal Civil, 
tendría indicios de inconstitucionalidad sólo en el extremo que exige como 
requisito de procedibilidad al obligado en las acciones de reducción, variación y 
prorrateo de alimentos al estar al día en el pago de la pensión. 
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Entonces bajo del análisis del test establecido por el Tribunal Constitucional y la 
aplicación de su control de constitucionalidad se prueba que la aplicación del 
artículo 565 –A del CPC de manera tan rigurosa.  
4.3.Realizar un análisis al artículo 565 – A del código Procesal Civil del 
Código Procesal Civil en los procesos de reducción, conjuntamente con 
los expedientes N° 3492-2014 y Expediente N° 963-2013. 
Luego del análisis de los expedientes 03492-2014-0-1601-JP-FC-06 y Expediente 
N° 963-2013. contrastando con la teoría de la tutela jurisdiccional efectiva  
(Gonzales, 2001) en dichos expedientes si se evidencia una vulneración clara a la 
tutela jurisdiccional efectiva de los obligados alimentarios, por cuanto se aprecia que 
en el proceso judicial 03492-2014-0-1601-JP-FC-06 se aplicó el artículo 565 – A 
del Código Procesal Civil y no se permitió acceder a la justicia al obligado 
alimentario pese a que se demostró de los medios probatorios de la demanda que era 
imposible que continúe otorgando dicha pensión porque sus ingresos habían 
disminuido; con la aplicación rigurosa, el deudor continúo en una situación de 
indefensión. Al contrario, en el expediente n°963-2013. No se aplicó el artículo 565 
– A del código procesal Civil se permitió la admisión de la demanda, y una vez 
corroborada que la capacidad económica del demandado había disminuido se 
modificó el monto de pensión alimenticia y se estableció un monto razonable de 
acuerdo a la realidad.  
Este hecho demuestra que en la práctica judicial estos casos se suscitan a menudo, 
es por ello que se claramente se demuestra las consecuencias negativas de la 
aplicación del artículo 565 – A del Código Procesal Civil, por cuanto restringe de 
manera abusiva el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva del obligado 
alimentario. 
4.4. Analizar los fundamentos jurídicos de la incorporación del artículo 565 
–A del Código Procesal Civil en la admisión de la demanda de reducción 
de la pensión alimentaria previsto en el artículo 565-A del Código 
Procesal Civil. 
En el año 2009 entró en vigencia la Ley nº 29486, la misma que modificó el Código 
Procesal Civil, incorporando el artículo 565-A, el mismo que incorpora como un 
requisito especial para la admisión de la demanda de prorrateo, exoneración, 
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variación, disminución y extinción, “estar al día en el pago de pensiones alimenticias 
hasta el momento de interposición de la demanda.” 
De ello se puede sostener que el principal fundamento de la incorporación del 
artículo 565 – A fue por el motivo de la gran cantidad existente de padres no 
responsables que no cumplían con otorgar una pensión de alimentos fijada a favor 
del solicitante y así proteger sus derechos alimentarios, y sirve en los casos que los 
padres no responsables tengan que cancelar lo que deben para recién pedir la 
exoneración, reducción, prorrateo de alimentos. 
Sin embargo, en la actualidad hay muchos problemas que han surgido a partir de la 
incorporación de este artículo puesto que engloba para muchos una medida rigurosa 
y muy general por cuanto es una medida que impide también a los padres que su 
capacidad económica se ha visto disminuida a solicitar una reducción de alimentos. 
Y es que en los casos especiales de reducción lo que se busca no es eliminar de plano 
la pensión de alimentos fijada para el alimentista sino al contrario establecer una 
pensión mensual proporcional a los ingresos que percibe el obligado, analizando la 
nueva situación en la que se encuentra que puede ser la capacidad económica del 
demandado entre otros. 
Tomando en consideración lo analizado podemos sostener que los fundamentos para 
su incorporación fueron muy generales y que con los cambios que se han venido 
suscitando en la actualidad debe modificarse dicho artículo con la finalidad de 











 Se ha determinado que por la aplicación del artículo 565 –A del 
Código Procesal Civil en los procesos de reducción de alimentos si se 
vulnera la tutela jurisdiccional efectiva del deudor alimentario toda vez 
que restringe el derecho de cualquier justiciable a acceder a un proceso 
de reducción de alimentos, sin tener en cuenta si se ha disminuido la 
capacidad económica del demandado y las afectaciones que pudiera 
tener. 
 Se ha determinado que los lineamientos y/o dimensiones del derecho 
a la tutela jurisdiccional en los procesos de reducción teniendo en 
consideración la aplicación del artículo 565 –A del Código Procesal 
Civil, son dos como son el acceso a la justicia entendida como la 
posibilidad de acceder a los órganos jurisdiccionales para tramitar el 
proceso de reducción; y el derecho al debido proceso entendiéndose 
poder iniciar un proceso que nos otorgue con todas las garantías 
mínimas procesales. 
 Se ha determinado que respecto a la constitucionalidad del requisito 
contenido en el artículo 565 – A del Código Procesal Civil de acuerdo 
a nuestro punto de vista, tiene indicios de Inconstitucionalidad porque 
vulnera el derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva, tanto en la 
dimensión del acceso a la justicia como en no poder tener un debido 
proceso. 
 Se ha identificado en la práctica judicial los casos de reducción de 
alimentos en mérito de la aplicación del artículo 565 – A del Código 
Procesal Civil, en donde se observa la existencia de la vulneración al 
derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, por cuanto los jueces al 
emitir los autos tienen conocimiento que la capacidad económica del 
demandado ha disminuido, sin embargo, el juez debe ceñirse a la 
normativa legal y ordena que se cancele dichas pensiones, de lo 
contrario no admite la demanda de reducción, y no se apertura un 
proceso judicial.  
 Se ha analizado y determinado que el principal fundamento jurídicos 
de la incorporación del artículo 565 –A del Código Procesal Civil en 
la admisión de la demanda de reducción de la pensión alimentaria 
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previsto en el artículo 565-A del Código Procesal Civil fue motivo de 
la gran cantidad existente de padres no responsables que no cumplían 
con otorgar una pensión de alimentos fijada a favor del solicitante y 
así proteger sus derechos alimentarios, y sirve en los casos que los 
padres no responsables tengan que cancelar lo que deben para recién 
























A los legisladores: 
•          Tomen en consideración los resultados a los que hemos arribado en la presente 
investigación, puesto artículo 565 –A del Código Procesal Civil en los procesos de 
reducción de alimentos si se vulnera la tutela jurisdiccional efectiva del deudor 
alimentario toda vez que restringe el derecho de cualquier justiciable a acceder a un 
proceso de reducción de alimentos, sin tener en cuenta si se ha disminuido la capacidad 
económica del demandado y las afectaciones que pudiera tener y quien más que ustedes 
que desempeñan la labor legislativa como actividad principal, para ello se deberá emitir 
una modificatoria de ley con el fin de no perjudicar las disposiciones de nuestra 
constitución política del Perú en cuanto a la protección del derecho fundamental. 
•          Tomen en consideración que si bien el fundamento principal de la incorporación 
del artículo 565 –A del Código Procesal Civil como requisito para admitir la demanda de 
reducción de la pensión alimentaria fue por motivo de la gran cantidad existente de padres 
irresponsables que no cumplían con otorgar una pensión de alimentos fijada a favor del 
solicitante, en la actualidad existe una  justificación clara de vulneración de derechos 
fundamentales de los obligados alimentarios en mérito de la aplicación de dicho artículo 
en los procesos de reducción por ende debe considerarse como un fundamento principal 
para su modificatoria. 
A los Jueces: 
•          Considerar el análisis de los resultados obtenidos en la práctica judicial relativo a 
los procesos de reducción de alimentos en mérito de la aplicación del artículo 565 – A del 
Código Procesal Civil, en donde se observa la existencia de la vulneración al derecho a 
la tutela jurisdiccional efectiva, para fomentar una modificatoria y/o análisis del artículo 
antes mencionado. 
•          Fomentar la modificatoria del artículo 565 –A en los procesos de reducción, con 
el fin de no perjudicar la adecuada aplicación del derecho y de salvaguardar las garantías 
superiores que lo sustentan, así como para garantizar una adecuada protección a la tutela 
jurisdiccional efectiva, tomando en consideración los lineamientos del derecho a la tutela 




A los estudiantes 
•          Se recomienda que los estudiantes de las diversas universidades de la ciudad 
Trujillana utilicen el presente trabajo de investigación como un antecedente para 
promover el análisis y el estudio de las consecuencias de la aplicación del artículo 565 – 
A en los procesos de reducción, derechos involucrados, y así se pueda formar 
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Ley que modifica el artículo 565-A del Código Procesal Civil que establece “Es requisito 
para la admisión de la demanda de reducción, variación, prorrateo o exoneración de 
pensión alimentaria que el demandante obligado a la prestación de alimentos acredite 
encontrarse al día en el pago de la pensión alimentaria.” 
AUTORA: 
DIANA PONTE BRONCALES – Estudiante de Derecho de la Universidad César 
Vallejo, de la carrera profesional de Derecho, propongo el siguiente proyecto de ley: 
ANTECEDENTES: 
Atendiendo al artículo 565- A incorporado por el Artículo Único de la Ley Nº 29486, 
publicada el 23 diciembre 2009. donde se ha establecido como requisito especial para la 
admisión de la demanda de reducción, variación, prorrateo o exoneración de pensión 
alimentaria que el demandante obligado a la prestación de alimentos acredite encontrarse 
al día en el pago de la pensión alimentaria, y a los resultados obtenidos dentro de la 
investigación realizada en el marco de la tesis a sustentar para optar por el título de 
abogada, es que se fundamenta el presente proyecto de ley, en virtud de la vulneración de 
derechos fundamentales que la ley en mención presenta. 
Las razones que me empujan a plantear la presente propuesta surge como una posible 
solución a los problemas que el artículo 565-A y su aplicación suscitan, tanto para los 
involucrados como para la estabilidad jurídica, y con ello se esté afectando el normal 
cauce y la tutela jurisdiccional efectiva, que sin duda es un derecho fundamental y una 
garantía de corte constitucional que sustenta nuestro aparato jurisdiccional. 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS. 
En los últimos años se han promulgado una variedad de normatividad relativa al derecho 
alimentario con la finalidad de proteger a cabalidad el derecho fundamental antes 
mencionado, entre ellas se expidió la Ley N° 29486, dicha norma fue creada con la 
finalidad de modificar el Código Procesal Civil de nuestro país, incorporando el artículo 
565-A mediante el cual se dejó establecido como el requisito especial para poder admitir 
las demandas de reducción, variación, prorrateo o exoneración de la pensión alimenticia, 
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que el obligado alimentario debe acreditar encontrarse al día en el pago de la pensión 
alimenticia fijadas. Si bien, tenemos en claro que los alimentos constituyen un derecho 
de carácter fundamental y que el mismo se efectiviza mediante el reconocimiento de una 
pensión de alimentos, el mismo que empieza a contabilizarse desde el día siguiente de la 
notificación del escrito postulatorio de demanda, se debe otorgar de forma mensual al 
alimentista; existe también una variedad de pretensiones que tienen relación: la reducción, 
variación, prorrateo y exoneración de pensiones alimenticias. 
En esa misma línea, en los casos de reducción de alimentos se evidencia que de acuerdo 
a un conjunto de consecuencias de influencia ya sea positiva y/o negativa no es requerido 
el abundante cuestionamiento y análisis para comprender que la capacidad financiera y/o 
económica de las personas puede cambiar de manera sustancial de en un periodo de 
tiempo; es por ello, que una de las problemáticas que se evidenció al analizar dicho 
requisito y que también fue establecido en el Dictamen de la Comisión de Justicia y 
Derechos Humanos (2008) para la aprobación del proyecto de ley, es el siguiente: “En el 
caso de que el obligado vea reducida su remuneración y rentas, y que por consiguiente no 
pueda satisfacer el requisito exigido por el Artículo 565-A del Código Procesal Civil, 
quedará marginado de su derecho de accionar”. 
Empero, en la realidad si la capacidad económica o financiera del obligado alimentaria 
en un periodo de tiempo se han visto disminuidas y como consecuencia de ello se genera 
un retraso en el pago de la pensión de alimentos de manera mensual, y el actor quiera 
iniciar un proceso por disminución de pensión alimenticia,  al aplicarse el artículo 565-A 
del Código Procesal Civil, verá vulnerado su derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva; 
pues no tendría derecho alguno a que su conflicto de intereses sea solucionado debido a   
que no se encuentra al día en el pago de las pensiones alimenticias. 
Asimismo, en el año 2018 En la Ciudad de Lima – Corte Superior de Justicia del Callao 
se debatió como tema n° 01: “ Si al aplicarse el artículo 565° A del Código Procesal Civil 
en los casos de exoneración de alimentos, dicho requisito debe exigirse su cumplimiento 
y acreditación al momento de calificarse la demanda ocasionando la improcedencia de la 
demanda, ¿o debe ser analizado al momento de expedirse la sentencia pudiendo 
prescindirse de dicha exigencia procedimental en aras de garantizar el acceso a la justicia 
y la tutela jurisdiccional del deudor alimentario”  
59 
 
Teniendo como postura ganadora “- El juzgador debe aplicar el ART. 565-A del CPC, al 
momento de calificar la demanda como requisito especial, Sin embargo, se tendrá como 
regla excepcional que en los casos donde se aprecie que la improcedencia afecta 
irrazonablemente la tutela jurisdiccional efectiva del obligado alimentario se admitirá a 
trámite la demanda. 
Es entonces que si bien ya se debatió en dicho pleno la problemática en los procesos de 
exoneración lo mismo sucede en los procesos de reducción de alimentos por cuanto hay 
afectaciones al derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. 
 
ANÁLISIS COSTO – BENEFICIO. 
En principio cabe destacar que el impacto de la norma de manera directa no es 
cuantificable económicamente, en tanto los cambios se sostienen en cuando ayuda a 
solidificar el aparato legal que tiene nuestro país en pro de los derechos fundamentales 
reconocidos por nuestra constitución y respetados en un estado de derecho. 
La sociedad mejora con la iniciativa legislativa de manera significativa, principalmente 
el foco grupal beneficiado por la ley que se pretende interpretar y modificar, esto es, los 
obligados alimentarios que vean disminuida su capacidad económica, porque buscamos 
que este tipo de problemas e inconvenientes que pasan y sufren distintas personas al verse 
limitados por el derecho para poder acudir al órgano de justicia correspondiente con el 
fin de lograr la reducción de alimentos. Esto beneficiaría no sólo a quienes están 
actualmente pasando por un problema similar, sino a todas las personas que en el futuro 
puedan verse involucrados en el mismo. 
A corto plazo el costo sería la adecuada protección del derecho fundamental a la tutela 
jurisdiccional efectiva, pero a largo plazo los beneficios se consolida con un ordenamiento 
mejor estructurado y sistemático, que resguarda y garantiza la existencia de directrices y 
principios que guían los procesos dentro de nuestro país. No podemos identificar pérdidas 
con el presente proyecto de ley, pero sí identificamos grandes beneficios para la sociedad, 





EFECTO DE LA VIGENCIA DE LA NORMA 
La aprobación de la presente disposición no genera cambios abruptos en la legislación 
nacional, sólo dentro de los procesos de reducción. Por ello, más allá de una modificatoria 
al ordenamiento es la búsqueda de su salvaguardar derechos fundamentales. 
PARTE RESOLUTIVA. 
El Artículo 565 –A del Código Procesal Civil señala lo siguiente: 
Artículo 565-A.- Requisito especial de la demanda  
Es requisito para la admisión de la demanda de reducción, variación, prorrateo o 
exoneración de pensión alimentaria que el demandante obligado a la prestación de 
alimentos acredite encontrarse al día en el pago de la pensión alimentaria.” 
Debe decir: 
“Artículo 565-A.- Requisito especial de la demanda  
Es requisito para la admisión de la demanda de variación, prorrateo, exoneración, 
reducción de pensión alimentaria que el demandante obligado a la prestación de alimentos 
acredite encontrarse al día en el pago de la pensión alimentaria. 
Excepcionalmente en los casos derivados en el proceso de reducción de alimentos donde 
se aprecie que la exigibilidad del requisito especial afecta irrazonablemente la tutela 
jurisdiccional efectiva del obligado; a causa de la imposibilidad del cumplimiento de la 
obligación establecida, ocasionada por fuerza mayor o situaciones especiales 








ANEXOS N° 01 
 
6to JUZGADO PAZ LETRADO 
EXPEDIENTE : 03492-2014-0-1601-JP-FC-06 
MATERIA  : REDUCCION DE ALIMENTOS 
JUEZ   : MIRIAN TORRES VELASQUEZ 
ESPECIALISTA : SEGUNDO AMADO ALVARADO LAVADO 
DEMANDADO : SAN MARTIN BALLEN, SHIRLEY BEATRIZ 
DEMANDANTE : GARCIA MONTALVAN, ELVIS RICHARD 
 
 
Resolución Nro.   DOS 
Trujillo, veintiuno de noviembre del dos mil catorce 
 
                                   AUTOS y VISTOS: Dando cuenta con los autos y escrito 
de subsanación del actor, y CONSIDERANDO:  
PRIMERO: Mediante resolución número uno se declaró inadmisible la demanda 
interpuesta y se le concede tres días a efecto de que la actora subsane el defecto de forma 
advertido, bajo apercibimiento de rechazarse la demanda y archivarse el expediente.  
SEGUNDO: Que, si bien  es  cierto  el demandante don GARCIA MONTALVAN, 
ELVIS RICHARD,  ha presentado su escrito de subsanación en el plazo con las  
respectivas tasas  judiciales; sin embargo, este  no ha  acreditado  estar al día  en el pago 
de las  pensiones  alimenticias  hasta la fecha  de la interposición de la presente demanda,  
ya que  los vouchers presentados son desde el mes  de febrero a octubre del presente año, 
pero  por diferentes montos, y además como saber   respecto al mes  de enero del dos mil 
catorce; en todo caso se  debió presentar constancia  de no adeudo o de estar al día  en el 
pago de las pensiones alimenticias.  
TERCERO.- Que el artículo  565º “A” del Código Procesal Civil, establece  de manera 
clara y  taxativa como requisito para la  admisión  de la  demanda  de reducción, acreditar   
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encontrarse al día  en el pago  de las pensiones alimenticias;  lo que implica que el 
accionante en el presente  caso  debe  presentar  documento idóneo que acredite  el 
referido requisito; en este  contexto, al no haberse subsanado la deficiencia  advertida en 
el punto  a)  de la resolución número uno, debe desestimarse el escrito de subsanación y 
hacer efectivo el apercibimiento decretado.   
Por las consideraciones antes expuestas y de conformidad con lo establecido por el 
artículo 146º y la parte in fine del artículo 426º º del Código Procesal Civil;  se resuelve:  
1. RECHAZAR la demanda de REDUCCION  DE ALIMENTOS  presentada 
por GARCIA MONTALVAN, ELVIS RICHARD, consentida que sea ésta. 
2. ARCHÍVESE  en el modo y forma de ley. DESGLOSESE Y ENTREGUESE los 
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CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA LIBERTAD 




SEGUNDO JUZGADO DE PAZ LETRADO PERMANENTE DE TRUJILLO 




EXPEDIENTE  : N° 963–2013 -0-1601-JP-FC-02 
DEMANDANTE : FLORCITA DE LOS ANGELES VARGAS RUIZ 
DEMANDADO  : JORGE LUIS CHAVEZ CARMONA 
MATERIA  : REDUCCION DE PENSION DE ALIMENTOS 
JUEZ    : VICTOR HUGO CAMACHO HARO 
SECRETARIO  : JOAN MANUEL BALLADARES CORREA 
 
 
S   E   N   T   E   N   C   I   A 
 
RESOLUCIÓN NÚMERO: QUINCE 
Trujillo, quince de mayo 
del dos mil catorce.- 
 
VISTO; el presente proceso seguido por doña FLORCITA DE LOS 
ANGELES VARGAS RUIZ contra don JORGE LUIS CHAVEZ CARMONA por 
REDUCCION DE PENSION DE ALIMENTOS. Con el expediente acompañado N° 






Mediante su escrito postulatorio de fojas 24 a 29, subsanado por escrito de fojas 35, doña 
FLORCITA DE LOS ANGELES VARGAS RUIZ interpone demanda de 
REDUCCION DE PENSION DE ALIMENTOS contra don JORGE LUIS CHAVEZ 
CARMONA quien en la actualidad viene gozando de una pensión alimenticia ascendente 
a la suma de S/. 600.00 nuevos soles mensuales, la misma que se estableció mediante 
sentencia expedida por el Noveno Juzgado de Paz Letrado de Trujillo, a favor de su hija 
KATHERINE ELIZABETH CHAVEZ VARGAS, quien cuenta con 13 años de edad, 
a fin de que pueda acudir con un monto de S/. 100.00 nuevos soles como pensión 
alimenticia, de acuerdo a los fundamentos que expone. 
 
II. ANTECEDENTES. 
§ 1. Sustento de la pretensión de la demanda: 
1°. Refiere la demandante que con fecha 04 de abril de 2011 se expidió sentencia a favor 
del demandado donde se le otorgó una pensión alimenticia de S/. 600.00 nuevos soles en 
forma mensual a favor de su hija Katherin Elizabeth Chávez Vargas, la misma que fue 
ordenada por el Noveno Juzgado de Paz Letrado de Trujillo, en el Expediente N° 2291-
2010. 
 
2°. Cuanto se entabló la demanda de alimentos en su contra, no tuvo la posibilidad  de 
ejercer su derecho de defensa en su oportunidad, y nunca tuvo conocimiento de la 
admisión de la demanda, por lo que no pudo contestarla, se le declaró rebelde y en la 
fecha de audiencia señalada se expidió sentencia en su contra, a fin de que acuda a favor 
de su hija con la exorbitante suma de S/. 600.00 nuevos soles. 
 
3°. El demandado siempre tuvo conocimiento de sus posibilidades económicas, pues son 
casados y no solo tiene a su menor hija Katherin Elizabeth, sino también procrearon a su 
hija Emyly Anaís Chávez Vargas, quien en la actualidad cuenta con 08 años de edad y 
vive con ella y a quien el demandado acude con una pensión de alimentos de S/. 120.00 
nuevos soles mensuales, razón por la cual no solo tiene que alimentar, vestir, educar, 
cuidar y proteger a su hija Emyly Anaís, sino que también tiene que asistir con la suma 
de S/. 600.00 nuevos soles por pensión de alimentos. 
 
4°. Se encuentra laborando desde junio del 2010 en el área de Seguridad Ciudadana de la 
Municipalidad Provincial de Trujillo, en el cargo de Agente de Seguridad Ciudadana, 




5°. La pensión precisada no solo atenta contra su economía, sino también de la estabilidad 
familiar de las personas que dependen de ella, como son su madre Carolina Ruiz Castro, 
quien tiene 76 años de edad, vive con ella y sufre de esteoporosis y cálculos a la vesícula, 
quien al no contar con seguro tiene que comprarle la medicina en forma mensual; además 
de su hija Emyly Anaís quien cursa el cuarto grado de primaria en la Institución Educativa 
“Modelo” y asume la totalidad de sus gastos en forma directa. Ello sin perder de vista que 
ella tiene que alimentarse, comprarse ropa, medicina, más aún si su trabajo le obliga a 
estar de pie por más de ocho horas cumpliendo su deber. 
 
6°. El demandado cuenta con una empresa de taxis denominada “Sarita Colonia” y tiene 
seis unidades vehiculares para transportar personal, percibiendo por esta actividad un 
aproximado de S/. 3,500.00 nuevos soles y no tiene cargas familiares que atender; 
sustenta jurídicamente y ofrece sus medios de prueba. 
 
§ 2. Argumentos del demandado. 
7°. El demandado, mediante su escrito de fojas 50 a 53, contestó la demanda, solicitó que 
la misma se declare fundada en parte, se pronunció sobre los hechos expuestos en la 
demanda y refirió como argumentos de defensa, entre otros, que desde que concluyó el 
proceso de alimentos en el año 2010 hasta la actualidad, la demandante nunca cumplió 
con prestar la pensión de alimentos expedida por el Noveno Juzgado de Paz Letrado de 
Trujillo, de modo que no existe el atropello alegado. 
 
8°. Si bien es cierto existe la suma de dinero impuesta por el juez en el proceso de 
alimentos a favor de su hija, está de acuerdo con la reducción gradual en tanto que no 
afecte la formación de su otra hija Emyly Anaís, quien vive con la demandante, ni 
tampoco se vea afectada la vida de la misma. 
 
9°. Es el único responsable de la crianza de su hija Katherin Elizabeth Chávez Vargas y 
cumple con todos sus gastos que le acarrea su formación; al mismo tiempo refiere que la 
demandante convive desde hace cinco años con otra persona y es inaudito que ella asuma 
los gastos totales de la casa en la vive; sustenta jurídicamente y ofrece sus medios de 
prueba. 
 
§ 3. Trámite Procesal 
10°. Admitida la demanda mediante la resolución número dos de fecha 19 de abril del 
2013 obrante a fojas 36, se confirió traslado de la misma al demandado por el plazo de 
66 
 
cinco días, a quien se le notificó válidamente conforme a la constancia que aparece en 
autos. 
 
11°. El demandado, mediante su escrito de fojas 50 a 53, cumplió con contestar la 
demanda dentro del plazo de ley y por resolución número tres de fecha 09 de mayo del 
2013 obrante a fojas 54 se le tuvo por apersonado, por contestada la demanda y se señaló 
el día 05 de agosto de 2013 a horas una de la tarde para que tenga lugar la audiencia 
única. La cual se reprogramó por resolución número cuatro para el día 09 de setiembre 
del 2013 a horas dos de la tarde. 
 
12°. La audiencia única se desarrolló conforme al contenido del acta que obra de fojas 62 
a 66, con la presencia de ambas partes, en donde se emitió la resolución número cinco 
declarando saneado el proceso, se frustró la conciliación, se fijaron los puntos 
controvertidos, se admitieron y actuaron los medios probatorios ofrecidos y los de oficio 
y se conferenció con la menor de edad. 
 
13°. A fojas 71 aparece el escrito presentado por el abogado del demandado por el cual 
presenta alegatos; en tanto que a fojas 101 aparece el oficio remitido por el Gerente de 
Personal de la Municipalidad Provincial de Trujillo, remitiendo la información solicitada, 
adjuntando a la vez las boletas de pago de la demandante; además a fojas 103 aparece el 
oficio remitido por el señor Juez del Noveno Juzgado de Paz Letrado por medio del cual 
remite el expediente N° 2291-2010 solicitado; por último, por escrito de fojas 148 la 
demandante presenta sus alegatos. 
 
14°. Por resolución número trece se ha dispuesto que los autos pasen al despacho del Juez 
a fin de que se emita la sentencia que corresponda teniendo en cuenta la naturaleza del 
proceso; por lo que encontrándose el proceso en estado de sentencia, se pasa a expedir la 












§ 1. SUSTENTO NORMATIVO DOCTRINARIO. 
15°. El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva es aquel por el cual toda persona como 
integrante de la sociedad, puede acceder a los órganos jurisdiccionales para el ejercicio o 
defensa de sus derechos o intereses, con sujeción a que sea atendida a través de un proceso 
que le ofrezca las garantías mínimas para su efectiva realización, tal es así que nuestra 
Constitución Política consagra la tutela jurisdiccional en el artículo 139° inciso 3, 
estableciendo, “son principios de la función jurisdiccional: (…)  la observancia del 
debido proceso y la tutela jurisdiccional. (…)”,  por su parte el Código Procesal Civil ha 
consagrado como uno de sus principios al contemplarlo en el artículo I del Título 
Preliminar, señalando que “Toda persona tiene derecho a la tutela jurisdiccional para el 
ejercicio o defensa  de sus derechos e intereses, con sujeción a un debido proceso”. 
  
16°. El derecho a probar tiene por finalidad producir en la mente del juzgador el 
convencimiento sobre la existencia o no de los hechos afirmados por los sujetos 
procesales, el cuál resultaría ilusorio si el juez no apreciara razonadamente todos los 
medios probatorios actuados en el proceso, con el fin de sustentar su decisión y que deben 
ser debidamente valorados, caso contrario se le estaría quitando toda su virtualidad y 
eficacia. Es por ello que la aspiración de todo proceso es alcanzar la verdad legal y ésta 
depende sobre todo del sistema de pruebas y de la forma como éstas sean realizadas por 
las partes, ya que los medios probatorios tienen por finalidad acreditar los hechos 
expuestos por ellas y crear certeza en el Juzgador respecto de los puntos controvertidos. 
 
17°. De conformidad con lo establecido por los artículos 196º y 197º del Código Procesal 
Civil, la carga de la prueba corresponde a quien afirma hechos que configuran su 
pretensión o a quienes contradicen alegando nuevos hechos, siendo deber del Juzgador 
valorar todos los medios probatorios en forma conjunta, atendiendo a su conocimiento y 
criterio de conciencia, expresando sólo en su resolución las valoraciones esenciales y 
determinantes que sustentan su decisión. 
 
18º. Respecto al reajuste de la pensión alimenticia y en este caso específico la reducción 
de la prestación alimentaria, el artículo 482º del Código Civil, señala que “La pensión 
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alimenticia se incrementa o reduce según el aumento o la disminución que experimenten 
las necesidades del alimentista y las posibilidades del que debe prestarla.” 
 
19°. Una de las características principales de la pensión alimenticia es que es modificable, 
variable; por ello nuestra jurisprudencia ha establecido que “las sentencias que derivan 
de procesos de alimentos no adquieren la autoridad de cosa juzgada material, solo 
pueden tener la calidad de cosa juzgada formal, en razón de que los elementos que se 
toman en cuenta para fijar la pensión fluctúan con el correr del tiempo”.1  
 
20°. Según el artículo 472° del Código Civil, los alimentos son un instituto de amparo 
familiar y ello se entiende como lo indispensable para el sustento, habitación, vestido y 
asistencia médica, según sus posibilidades y situación familiar; asimismo, es pertinente 
señalar que debido a la naturaleza del derecho alimentario este se encuentra sujeto a las 
variaciones que podrían ocurrir en el tiempo respecto al estado de necesidad del 
beneficiado o a las posibilidades del obligado; por ello la ley autoriza a solicitar la 
modificación (aumento o reducción) o a la exoneración de la pensión alimenticia. 
 
§ 2. ANÁLISIS JURÍDICO - FÁCTICO. 
21º. Con el acta de audiencia única que contiene la sentencia de fojas 56 a 63, expedida 
en el proceso judicial N° 2291-2010, sobre alimentos, tramitado por ante el Noveno 
Juzgado de Paz Letrado de Trujillo que se tiene a la vista, está probado que la actora debe 
acudir a favor de su menor hija Katherin Elizabeth Chávez Vargas con una pensión 
alimenticia mensual de SEISCIENTOS NUEVOS SOLES (S/. 600.00). 
 
22º. La parte accionante, sustenta su pretensión de reducción de pensión alimenticia en 
lo siguiente: a) Cuando se entabló la demanda de alimentos en su contra no tuvo la 
oportunidad de ejercer su derecho de defensa; b) El demandado siempre ha tenido 
conocimiento de sus posibilidades económicas; c) No solo tiene una hija de nombre 
Katherin Elizabeth Chávez Vargas, sino que también procrearon a la menor Emyly Anaís 
Chávez Vargas, quien tiene 08 años de edad y vive con ella; y, d) El demandado tiene 
una empresa de taxis y no tiene más carga familiar que su hija y las suyas propias, y con 
lo que percibe puede solventar todos sus gastos. 
                                                 
1 Varsi Rospigliosi, Enrique. Tratado de Derecho de Familia, Tomo III, Editorial Gaceta Jurídica, Primera Edición, 




23º. En el presente proceso los puntos controvertidos señalados en la audiencia única 
cuya acta aparece de fojas 62 a 66, están referidos a determinar: a) Si ha disminuido las 
necesidades de la menor Katherin Elizabeth Chávez Vargas; b) Si ha disminuido la 
capacidad y posibilidades económicas de la demandante y si aumentó su deber familiar; 
y, c) Si corresponde declarar la reducción de la pensión alimenticia señalada a favor de 
la mencionada menor en el proceso Nº 2291-2010 sobre alimentos que se tramitó por 
ante este Noveno Juzgado de Paz Letrado de esta ciudad. 
 
24º. Para determinar si procede la reducción de la pensión de alimentos fijada a favor de 
la menor alimentista, el juzgador, tiene la obligación de valorar todos los medios 
probatorios de manera conjunta, en mérito al principio de comunidad de la prueba, 
apreciando su criterio libre y razonable; sin embargo, en la resolución sólo serán 
expresadas las valoraciones esenciales y determinantes que sustenten su decisión, 
conforme al principio de valoración de la prueba. 
 
25º. En cuanto al primer punto controvertido fijado, esto es determinar si ha 
disminuido el estado de necesidad de la menor KATHERIN ELIZABETH 
CHAVEZ VARGAS, es pertinente precisar que en el Expediente N° 2291-2010, sobre 
alimentos, tramitado por ante el Noveno Juzgado de Paz Letrado de Trujillo que se tiene 
a la vista, se ordenó a la actora acudir a favor de su menor hija Katherin Elizabeth 
Chávez Vargas con una pensión alimenticia mensual de SEISCIENTOS NUEVOS 
SOLES (S/. 600.00) -véase fojas 56 a 63 del citado expediente-. 
 
26º. Con la copia certificada del acta de nacimiento de la menor Katherin Elizabeth 
Chávez Vargas se acredita que actualmente tiene 15 años de edad, por lo que depende 
absolutamente de sus progenitores y con lo declarado por el demandado y padre de la 
alimentista en el acto de audiencia -véase fojas 65-, se tiene en cuenta las necesidades 
alimenticias de la referida menor, en virtud al principio de adquisición procesal, 
encontrándose acreditadas las necesidades diversas de dicha menor, atendiendo a la edad 
que presenta. 
 
27º. En relación con el segundo punto controvertido fijado en la audiencia única, esto es, 
determinar si ha disminuido la capacidad y posibilidades económicas de la 
demandante y si aumentó su deber familiar, resulta necesario precisar lo siguiente: 
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a) Se debe tener en cuenta que cuando se determinó las posibilidades económicas de la 
demandante en el Expediente N° 2291-2010, en el considerando séptimo se valoró 
que trabajaba en la Municipalidad Provincial de Trujillo, percibiendo un ingreso 
mensual de mil nuevos soles y que además estaba a cargo de un mini market “El 
Panal”, percibiendo ingresos que superaban los cuatro mil nuevos soles, en base a 
una presunción legal relativa de los hechos expuestos en la demanda, dada su 
condición de rebeldía. 
b) En el presente proceso con el informe remitido por el Gerente de Personal de la 
Municipalidad Provincial de Trujillo de fojas 77, está acreditado que la actora trabaja 
para la Municipalidad Provincial de Trujillo, como obrera para servicio específico, 
desarrollando la labor de Policía de Seguridad, en la Gerencia de Seguridad 
Ciudadana y percibe una remuneración de S/. 1000.00 nuevos soles, con un haber 
neto de S/. 931.92. 
c) Está acreditado que la demandante se encuentra en poder de su menor hija Emylyn 
Anaís Chávez Vargas de 09 años de edad a la fecha, por tal motivo se encarga de su 
manutención integral, como así lo admitió también el propio demandado al responder 
al interrogatorio formulado en la audiencia única. 
d) En el presente caso, no ha quedado acreditado con nuevos hechos y nuevos medios 
de prueba fehacientes y valederos que permitan contrastar que la actora haya 
incrementado sus ingresos con otra fuente de ingresos económicos de tal modo que 
se encuentre en la posibilidad de seguir manteniendo la pensión previamente 
establecida en el proceso N° 2291-2010 sobre alimentos. 
 
28º. En relación con el tercer punto controvertido fijado en la audiencia única, esto es, 
determinar si corresponde declarar la reducción de la pensión alimenticia fijada en 
el Expediente N° 2291-2010, resulta necesario precisar que el propio demandado al 
absolver el traslado de la demanda en su petitorio solicitó que la demanda se declare 
fundada en parte -véase fojas 50-, además al desarrollar el acápite 2.7 de los fundamentos 
de hecho de la demanda precisó “Sobre este punto estoy de acuerdo en parte, debido a 
que soy consciente del monto mensual que ella percibe en su centro laboral, de modo 
que debería haber una reducción gradual según crea conveniente el juez”; en tanto que 
en su fundamento de hecho 3.2 señaló “Que, si bien es cierto la suma impuesta por el 
juez en el proceso que gane a favor de mi menor hija, estoy de acuerdo con la reducción 
gradual en tanto no afecte la formación de mi otra hija EMYLY ANAIS CHAVEZ 
VARGAS que vive con la demandante, ni tampoco se vea afectada la vida de la misma”. 
Con lo que se evidencia que es el propio demandado quien acepta la reducción gradual 
de la suma de dinero ordenada pagar en el Expediente N° 2291-2010 ascendente al 
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importe de S/. 600.00 nuevos soles, pues es consciente que dicha suma de dinero es 
inviable, teniendo en cuenta la remuneración vigente de la demandante, en su calidad de 
Agente de Seguridad Ciudadana de la comuna local; por lo que estando a las necesidades 
de las alimentistas y las posibilidades económicas de la demandante, resulta atendible la 
demanda de reducción de pensión alimenticia, correspondiendo fijarse un monto 
razonable y digno, por concepto de pensiones alimenticias. Además abona a la reducción 
de la pensión de alimentos, el hecho que el propio demandado solicitó en fecha 06 de 
marzo del 2013 a través de su escrito de fojas 283 en el Expediente N° 2291-2010, que 
se descuente por planilla a la demandante el monto de S/. 250.00 nuevos soles, para cuyo 
efecto solicitó se curse oficio a la Municipalidad Provincial de Trujillo, lo que se 
efectivizó a través del cargo del oficio que aparece en el citado expediente a fojas 290. 
 
29º. Sin perjuicio de lo expuesto, no debe dejarse de considerar que la obligación de 
proveer el sostenimiento de los hijos es de ambos padres. 
 
30º. En mérito a los acuerdos establecidos en el Pleno Jurisdiccional de Familia del año 
dos mil diez, realizado en esta Corte Superior de Justicia, la sentencia que ampara la 
pretensión de Reducción de la Pensión Alimenticia donde el favorecido con la prestación 
alimentaria es un menor de edad, empezará a regir cuando ésta quede consentida o 
ejecutoriada. Además con respecto a las pensiones alimenticias devengadas, generan el 
pago de intereses legales computados a partir de su incumplimiento. 
IV. DECISION: 
Por las consideraciones expuestas, en aplicación de los dispositivos antes glosados y 
estando a que las demás pruebas actuadas y no glosadas en nada modifica los 
considerandos precedentes, apreciando la concurrencia de los requisitos de la obligación 
alimentaria en armonía con el principio del interés superior del niño y con arreglo a las 
facultades conferidas a este Juzgado por la Constitución Política del Estado y el Texto 
Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, administrando justicia a nombre 
de la Nación y tutelando los derechos subjetivos de la persona que la ley establece, con 
criterio de conciencia: 
1. Declaro FUNDADA en parte la demanda interpuesta por doña FLORCITA DE 
LOS ANGELES VARGAS RUIZ contra don JORGE LUIS CHAVEZ 
CARMONA por REDUCCION DE PENSION DE ALIMENTOS. 
2. En consecuencia: ORDENO que doña FLORCITA DE LOS ANGELES VARGAS 
RUIZ debe acudir a su menor hija KATHERIN ELIZABETH CHAVEZ 
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VARGAS con una pensión alimenticia mensual ascendente a la suma de 
DOSCIENTOS CINCUENTA NUEVOS SOLES (S/. 250.00), a partir de que 
quede consentida o ejecutoriada la presente resolución. 
3. DEJESE SIN EFECTO LA VIGENCIA de la pensión alimenticia señalada en el 
Expediente N° 2291-2010, que se tramitó por ante el Noveno Juzgado de Paz Letrado 
de Trujillo, en los extremos indicados. 
4. En ejecución de sentencia: CURSESE el oficio respectivo a la entidad empleadora 
de la actora antes indicada para que procedan al descuento de la nueva pensión 
alimenticia señalada. 
5. CONSENTIDA o EJECUTORIADA que sea la presente resolución: 
ARCHÍVESE el expediente en el modo y forma de ley, debiéndose REMITIR copia 
certificada de la presente resolución y de la constancia que la declara consentida o 
ejecutoriada al Noveno Juzgado de Paz Letrado de Trujillo, para que sea 
AGREGADA al Expediente N° 2291-2010. 




ANEXO N° 03 
 
MATRIZ DE CONSISTENCIA 
TITULO: “LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 565 –A DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL EN LOS PROCESOS DE REDUCCIÓN DE 
ALIMENTOS Y LA VULNERACIÓN DE LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA DEL DEUDOR ALIMENTARIO” 
PROBLEMA SUPUESTOS U 
OBJETIVOS DE 
TRABAJO 
HIPÓTESIS VARIABLES METÓLOGIA 
¿De qué manera 
en mérito de la 
aplicación del 
artículo 565 –A 
del Código 
Procesal Civil en 
los procesos de 
reducción de 
alimentos se 










Si por la 
aplicación 
del artículo 
565 –A del 
Código 
Procesal 







- En mérito de la 
aplicación del 
artículo 565 –A 
del Código 
Procesal Civil 
en los procesos 
de reducción de 
alimentos si se 
vulnera la tutela 
jurisdiccional 
 
 VARIABLE 1: 
 
la aplicación del 
artículo 565 –A 
del Código 
Procesal Civil en 
los procesos de 
reducción  
 
 VARIABLE 2: 
 
 TIPO DE INVESTIGACIÓN: 
 
El diseño interpretativo de la presente 
investigación es el Estudio de Caso  
 
 POBLACIÓN: 
La presente investigación se realizó en la 
Ciudad Trujillo, en la Corte Superior de 
Justicia de La Libertad, en el área de familia 
comprendida por los juzgados de paz 
letrados, con análisis de 02 expedientes de 














1. Determinar los 
lineamientos y/o 
dimensiones del 
derecho a la Tutela 
Jurisdiccional 
Efectiva. 
2. Determinar la 
constitucionalidad 
del requisito 565 – 
A del Código 
procesal civil en los 
procesos de 
reducción. 
3. Realizar un análisis 






















del código Procesal 
Civil del Código 
Procesal Civil en 
los procesos de 
reducción, 
conjuntamente con 




4. Analizar los 
fundamentos 
jurídicos de la 
incorporación del 
artículo 565 –A del 
código Procesal 
Civil en la 
admisión de la 
demanda de 
reducción de la 
pensión 
alimentaria. 
5. Realizar un 
proyecto de ley 
para la 
modificación del 
artículo 565 –A en 
76 
 









ANEXO N° 04 
GUIA DE ENTREVISTA 
El presente trabajo de investigación es acerca de la aplicación del artículo 565 –A del 
Código Procesal Civil en los procesos de exoneración, que trae como consecuencia la 
vulneración del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. Por lo que este instrumento de 
recolección de datos, está dirigido a los especialistas en materia de familia, para que en 
el marco de sus conocimientos respondan las siguientes interrogantes. La información 
brindada en esta entrevista es de carácter confidencial, solo será utilizada para los 
propósitos de la investigación.   
Agradezco su colaboración 
INICIO 
Persona entrevistada: _____________________ 
Función: ________________________________ 
Experiencia (Años) __________ 
 
Preguntas de conocimiento: 
Pregunta n° 01 ¿Cuál considera usted son los efectos para lo cual fue incorporado el 






Pregunta n° 02: ¿Cuál considera usted son las dimensiones del derecho a la tutela 









Pregunta n° 03: ¿ Su juzgado ha rechazado procesos de reducción de alimentos por no 








Pregunta 04. ¿Considera usted que a partir de la problemática en cuestión la ley n° 29486 
podría tener indicios de inconstitucionalidad por cuanto vulnera derechos fundamentales 
como el de la tutela jurisdiccional efectiva? 
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